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Y MEDIO AMBIENTE 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 18 de mayo de 2005 


(Sin corregir) 


PRESIDE: — Señor Representante Carlos Signorelli Larrosa. 


MIEMBROS: Señores Representantes Alberto Casas, Uberfil Hernández, Omar María Lafluf Hebeich, 
Jorge Patrone, Darío Pérez Brito y Mónica Travieso. 


ASISTE: Señor Representante Pablo Martins. 


INVITADOS: Señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, arquitecto 
Mariano Arana; arquitecto Gonzalo Altamirano, Director Nacional de Vivienda; arquitecto 
Roberto Villamarzo, Director Nacional de Ordenamiento Territorial; ingeniera agrónoma 
Alicia Torres, Directora Nacional de Medio Ambiente; y profesor Pedro Apezteguía, 
Director General de Secretaría. 


SEÑOR PRESIDENTE (Signorelli).- Está abierto el acto. 


La Comisión da la bienvenida al señor Ministro de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
arquitecto Mariano Arana, al Director Nacional de Vivienda, arquitecto Gonzalo Altamirano, al Director 
Nacional de Ordenamiento Territorial, arquitecto Roberto Villamarzo, a la Directora Nacional de Medio 
Ambiente, ingeniera agrónoma Alicia Torres, y al Director General de Secretaría, profesor Pedro Apezteguía. 


El motivo de esta reunión es que la Comisión ha decidido tener un muy buen relacionamiento con el 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. Deseamos que las relaciones sean muy 
fluidas, en lo posible sin demasiado protocolo, a los efectos de tratar los graves problemas que conocen muy 
bien el señor Ministro y quienes lo acompañan. En esta Comisión van a encontrar todo lo que necesiten para 
que el desempeño del Ministerio sea el mejor posible. 


Ya tuvimos oportunidad de compartir algunos años con el señor Ministro cuando era Intendente Municipal de 
Montevideo; lo conocemos bien, y sabemos cómo actúa. Quiero dejar expresa constancia de que hemos 
tenido una relación excelente, y desde esta posición nos importa seguir trabajando en el mismo sentido. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Agradezco mucho esta invitación a todos los integrantes de la Comisión. Trataré de hacer una 
exposición ordenada para que nuestro equipo y los señores Diputados puedan tener un panorama de la 
situación que encontramos al llegar al Ministerio. 


Esta Secretaría de Estado fue creada por la Ley N* 16.112, de 23 de mayo de 1990, hace casi quince años, 
con el destino de fijar y ejecutar políticas nacionales de vivienda, ordenamiento territorial y medio ambiente. 
Asumimos la titularidad hace 78 días, con el arquitecto Igorra como Subsecretario, quien hoy se encuentra en 
el interior y no sabemos si podrá llegar a esta reunión; el profesor Pedro Apezteguía como Director General 
del Ministerio; el arquitecto Gonzalo Altamirano como Director Nacional de Vivienda; el arquitecto Roberto 
Villamarzo como Director de Ordenamiento Territorial y la ingeniera Alicia Torres como Directora Nacional 
de Medio Ambiente. 


Queremos compartir brevemente la situación que encontramos al hacernos cargo de la Cartera, porque 
consideramos que esta responsabilidad compartida entre el Poder Legislativo y el Poder Ejecutivo amerita 
que tengamos un panorama de las posibilidades, dificultades y potencialidades del Ministerio a partir de este 
momento. 


Básicamente, el Ministerio se formó de una manera aluvional, con recursos humanos provenientes del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, fundamentalmente de la Dirección Nacional de Hidrografía, así 
como también con funcionarios que en el correr del tiempo resultaron redistribuidos de otras reparticiones 
por intermedio de la Oficina Nacional del Servicio Civil. Asimismo, incorporó un grupo mayoritario de 
personal que ingresó a la Administración bajo la forma de contratos eventuales, algunos en 1996, pasando 
luego al régimen de contratos de función pública; muchos pasantes de la Universidad de la República -lo que 
también se está dando en otros Ministerios; hemos podido compartir esto con otros compañeros del Poder 
Ejecutivo- y de la Universidad del Trabajo, que permanecen en el Inciso desde antes de 2001; y becarios del 
INJU en su primera experiencia laboral, que hacía seis o siete meses que habían ingresado. Además, tenemos 
alrededor de una docena de arrendamientos de obra. 


Por otra parte, el Ministro anterior nos informó que había habido una cantidad muy importante de pases en 
comisión, pero que esa situación se normalizó en el correr de su gestión. 


Los números son los siguientes: funcionarios presupuestados, 124; en régimen de contrato de función 
pública, 131; contratos eventuales, 85; pasantes, 51; becarios, 15, y arrendamientos de obra, 11, configurando 
una totalidad de 417 funcionarios. 


Esta situación, pese a que las normas de los dos presupuestos anteriores obligaban a regularizarla, se ha 
mantenido en el tiempo, dando lugar a un Ministerio en donde no existe la carrera funcional, no hay 
concursos de ningún tipo para acceder a las funciones, no ha habido ascensos de los funcionarios 
presupuestados y en donde los movimientos solo se han dado mediante modificación de los contratos, a 
criterio discrecional de los distintos jerarcas. 


Si bien las estructuras organizativas fueron aprobadas en el marco de los proyectos de reforma del Estado 
llevadas adelante por el CEPRE -Comité Ejecutivo para la Reforma del Estado-, resulta muy difícil 
comprender el esquema de asignación de funciones, ya que funcionarios contratados tienen más grado que 
los presupuestados, los últimos en ingresar a la Administración ocupan cargos de mayor responsabilidad, 
etcétera. Hemos comenzado a discutir sobre este tema con la Oficina Nacional de Servicio Civil y con la 
Asociación de Funcionarios, ya que es absolutamente imposible cumplir los cometidos y dignificar la función 
pública sin un sistema organizativo y funcional que priorice el interés general y las necesidades colectivas. 


Consecuentemente con este estado de cosas, en los primeros días de gestión hemos debido implementar una 
serie de medidas administrativas, a los efectos de asegurar que estos recursos humanos puedan cumplir 
efectivamente con los horarios y las funciones para las cuales fueron contratados. Como anécdota puedo 
decir que algunas personas no estuvieron dispuestas a cumplir con un horario y con las normas que 
genéricamente parecen razonables en toda administración, por lo que pidieron sus licencias, que en algunos 
casos ascendían a trescientos días -algo verdaderamente sorpresivo-, y creo que al cumplirse su término 
optarán por retirarse del Ministerio. 


Asimismo, nos hemos encontrado con un Ministerio donde las retribuciones de los funcionarios están 
basadas en un complejo y -diría- discrecional régimen de compensaciones especiales que, aún reconociendo 
que no se apartan de las normas vigentes, llegan a representar el 50% de los ingresos del personal. Si bien 
estas compensaciones están autorizadas legalmente, afectan mayormente -e increíblemente, diría yo- las 
partidas de inversiones del propio Ministerio. O sea que se extrae de las partidas destinadas a inversiones 
para generar este tipo de retribuciones compensatorias. 


Como ustedes saben, el Ministerio cuenta este año para su funcionamiento con los créditos asignados en el 
Presupuesto Quinquenal aprobado en el año 2000, que sufrieron restricciones impuestas por leyes 
posteriores, dictadas como consecuencia de la crisis que afectó al país en el año 2002 en forma 
particularmente acentuada. 


La situación del año en curso es la siguiente: $ 55:000.000 para atender retribuciones personales, 

$ 44:000.000 para gastos de funcionamiento y $ 1.110:000.000 para inversiones. De estos $ 1.110:000.000 
debemos descontar $ 41:000.000, que se destinan al pago de los contratos eventuales, en los que están 
incluidos pasantes, becarios y compensaciones salariales al conjunto de los funcionarios. 


Por lo tanto, contamos con $ 96:000.000 para retribuciones personales, $ 44:000.000 para funcionamiento y 
$ 1.067:000.000 para inversiones, de los cuales $ 1.037:000.000 corresponden al Fondo Nacional de 
Vivienda. 


Debemos decir que al 31 de marzo de este año, con cargo al rubro de inversiones, la deuda vencida del 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente era de, por lo menos, $ 206:000.000 - 
tengo entendido que están apareciendo facturas todos los días-, por lo que estamos hablando de una deuda 
equivalente al 20% del monto asignado al año 2005, o equivalente a dos meses de ejecución. 


Sumado a ello, el nivel de compromisos futuros del presupuesto al 1” de marzo superaba largamente el 100% 
del presupuesto anual. En otros términos, recibimos un Ministerio con un nivel de endeudamiento superior al 
20% y un presupuesto totalmente comprometido. 


Pero estas cifras requieren un comentario adicional, ya que más de dos meses de atraso en los pagos significa 
una dura carga a las obras en ejecución, que en muchos casos difícilmente puede ser superada. Dos meses de 
atraso supone que varias de esas obras se encuentran detenidas, y en casi todos los casos esos dos meses 
significarán inexorablemente mayores costos que en algún momento deberán ser atendidos, ya sea mediante 
el pago de intereses -que son pagos que el Ministerio tiene pendientes por cifras muy significativas, de varias 
decenas de millones de pesos; no la recuerdo bien, pero creo que está en el entorno de los $ 36:000.000-, o el 
reconocimiento de los mayores costos en forma directa, aumentando aún más la difícil situación a futuro. 


Vale la pena recordar que en materia de funcionamiento y de inversiones, la Dirección de Nacional de 
Ordenamiento Territorial y la Dirección Nacional de Medio Ambiente solo han representado, 
promedialmente, el 4% del total de gastos del Ministerio en los mismos rubros. Eso parece bastante 
sorpresivo si uno atiende las dificultades y las inquietudes que se están generando a nivel social, no solo en lo 
que tiene que ver con el medio ambiente sino también con el ordenamiento territorial. Cabe destacar que 
ordenamiento territorial supone, entre otras cosas, atender la situación muy preocupante -a veces dramática- 
de los asentamientos irregulares que se da en todo el país, particularmente en las zonas más pobladas. 


También debemos señalar que tanto la Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial como la Dirección 
Nacional de Medio Ambiente cuentan apenas con un centenar de funcionarios para atender todo el territorio 
nacional. 


Finalmente, vamos a señalar algunos titulares que pueden contribuir a dar la pauta de lo que nos parece un 
desorden -en algunos casos, un caos-, que fue lo que encontramos en el Ministerio. 


En primer lugar, debemos decir que nos encontramos con sumarios por faltante de equipamientos muy 
importantes y muy costosos, que han sido comprobados, y que sorpresivamente finalizaron sin haberse 
efectuado la denuncia policial correspondiente y permitiendo al principal sospechoso reintegrar 
monetariamente la tasación de esos bienes realizada de manera interna. 


En segundo término, hemos detectado que efectivamente se realizaron pagos por la adquisición de terrenos 
sin haber realizado la escritura correspondiente y, por cierto, ya dispusimos la investigación administrativa al 
respecto. 


Asimismo, debemos manifestar que hay casi doscientos juicios relativos al RAVE, correspondientes a 
propietarios que reclaman por diferencias en los montos de arriendo percibidos y por pérdidas del valor de 
los inmuebles, y el monto de esos inmuebles supera los US$ 10:000.000. 


También podemos señalar que tenemos una docena de juicios por más de US$ 40:000.000. Uno de ellos es el 
reclamo de la Intendencia Municipal de Salto por los daños causados por la Represa de Salto Grande. En la 
última campaña electoral el autor de la demanda se jactaba de que con la cifra reclamada, US$ 20:000.000, 
tenía asegurado el éxito de su gestión. El reclamo refiere a supuestos daños y perjuicios por haber quitado 
una personería jurídica a un instituto de asistencia técnica y a cobros de facturas impagas por parte de 
empresas de suministros. Asimismo, hay ocupantes de conjuntos habitacionales que consideran que las 
viviendas entregadas no se encuentran en condiciones adecuadas. 


Otro de los ejemplos es que hay juicios planteados por funcionarios debido a eventuales promesas de pago de 
porcentajes por realizar asesoramientos y direcciones de obras, y reclamos de por cifras en dólares, 
prometidas a quienes participaran de las comisiones asesoras de adjudicación de conjuntos habitacionales. 


Todo esto tendremos que analizarlo con mucho detenimiento, porque nos llama la atención este tipo de 
compensaciones. 


Ahora vamos a referirnos a cada una de las Direcciones Nacionales. En particular, la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial no es ajena a la situación ya mencionada respecto de la ausencia de una estructura 
funcional, con responsables administrativos y funcionales. En ese sentido, las únicas seudo estructuras eran 
programas de trabajo que organizaban equipos de tareas, sin responsable funcional, simplemente con un 
coordinador sin responsabilidad de asignar trabajo o controlar su cumplimiento. 


En una materia como es el ordenamiento territorial, de desarrollo relativamente reciente, en la que la 
especialización se obtiene mediante la realización de cursos de posgrado, llama poderosamente la atención 
que un Ministerio que ha contratado directamente a más del 70% de su personal, apenas cuente con un 
funcionario con estudios de posgrado culminados y dos iniciándolos; o sea que es una Unidad Ejecutora 
prácticamente ausente. Entre otras cosas, y como consecuencia de estas fallas, constatamos una falta de 
presencia de las estructuras estatales de decisión en las temáticas de su competencia. No existe ninguna 
coordinación con la OPP, con DIPRODE, con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas a través de la 
Dirección Nacional de Hidrografía, de la de Vialidad o de la de Topografía, con el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca, por medio de la DINARE, con la Dirección Forestal, con el Ministerio de Industria, 
Energía y Minería a través de la DINAMIGE, etcétera. Más grave todavía podría ser la ausencia 
prácticamente total de contacto con la Dirección Nacional de Medio Ambiente, con la que se debería tener 
vinculaciones muy fluidas. 


Como comprenderán, el ordenamiento territorial y el desarrollo sostenible y ambientalmente sustentable no 
son materia que ningún Estado pueda considerar en forma separada. Así lo hicimos notar en una reciente 
reunión organizada por las autoridades de Minas Gerais y el Banco Interamericano de Desarrollo y, unos días 
antes, en algunas de las reuniones y de las conversaciones mantenidas en lo que fue la importantísima 
primera conferencia -de la que hablaremos más adelante- vinculada con el Convenio de Estocolmo sobre los 
contaminantes orgánicos persistentes. 


Como corolario de esta situación que denominaremos funcional, debemos decir que hay una absoluta 
precarización en lo físico, expresada en la ausencia de mantenimiento y conservación -por años- de un 
edificio arrendado con lanzamiento decretado -no deja de ser hasta humorístico el hecho de que un Ministerio 
como el de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente tenga el lanzamiento para los primeros 
días de junio, pero así es; originariamente, era para el 22 de marzo y ahora es para el 6 de junio- sin encarar 
seriamente una relocalización. 


Vale la pena compartir con todos ustedes la información de que, así como hay viviendas culminadas y no 
entregadas -que están vacías, muchas de ellas producto de vandalismo o a las que han ingresado intrusos-, 
también es cierto que hay una cantidad de edificios públicos, algunos de ellos de calidad y de espacios muy 


generosos, que no están siendo usados y que están cerrados. Además queremos que sepan, seguramente para 
sorpresa de todos los legisladores -así fue para nosotros cuando nos enteramos-, que estamos pagando por 
mes US$ 18.800 por alquiler de dos propiedades. No sé si los alquileres están ajustados a los precios de 
mercado o están muy por encima de ellos, pero más allá de eso, teniendo excelentes y muy holgados edificios 
públicos, estamos tratando de hacer una rápida mudanza tanto de la DINOT como de la DINAMA a edificios 
públicos que no generen gastos al Estado. 


Por otra parte, la DINOT, como coejecutora del PIAI, presentó nuevas cartas consulta, todas con problemas 
de contratación de equipos técnicos, de titularidad de los terrenos y de formulación de proyectos. Del total, 
hay un único proyecto en ejecución y presenta un desvío de más del 30% respecto de lo previsto. 


El absoluto divorcio con la Unidad Ejecutora del PIAI ha significado que las nueve cartas consulta - 
correspondientes a los asentamientos 25 de Agosto, Las Retamas, Nueva España, Nueva Esperanza, Nuevo 
Colón, Parque Ambientalista, Santa María de las Piedras Blancas, Tres Palmas, 19 de Abril y La Esperanza- 
presentaran problemas de contratación de equipos, de titularidad del suelo y de formulación de los proyectos. 
Todo estos hechos motivaron múltiples rechazos y observaciones. Al momento, y a varios años de haber 
comenzado el PIAI, solo uno de los proyectos se encuentra en ejecución y tiene un 30% de desvío respecto 
de lo previsto. 


En este marco, no es una rareza la ausencia de implicación de la DINOT en el plan de renovación urbana 
conocido como Plan Fénix. Pienso que esto es solo una parte de la falta de voluntad manifiesta de cumplir 
con la obligación legal de formular políticas nacionales -y racionales- de ordenamiento territorial a escala 
nacional y regional y de orientar en materia territorial a las instituciones del Estado y a los gobiernos 
departamentales en la elaboración de las políticas y acciones sectoriales, en particular, en los proyectos de 
grandes obras de infraestructura como lo fue y posiblemente lo será -en el caso de concretarse- el 
denominado Plan Fénix. 


Sin embargo, deben rescatarse -vale la pena consignarlo- un interesante ciclo de reflexión prospectiva y un 
borrador -no pasó de ello- sobre una política nacional de gestión costera, que vale la pena tener en cuenta. 


Creemos que una ley de ordenamiento territorial es imperiosa para los destinos del país y para el futuro 
inmediato. Es algo que todos los uruguayos tenemos pendiente; por distintas razones un país como el nuestro 
debería tener legislación en este sentido. En determinado momento hubo cierto consenso, pero quizá el año 
electoral impidió la concreción de una iniciativa. La elaboración del proyecto produjo mensajes algo 
contradictorios que de alguna manera pudieron haber influido en su no aprobación. Se envió al Parlamento 
un proyecto de ley que luego el Ministerio no respaldó en forma clara; inclusive, propuso algún articulado 
alternativo. 


Este es un aspecto que involucra y compromete al Ministerio al igual que a todo el sistema político en 
general; lo tendremos que considerar en conjunto en un futuro próximo. 


La ley de creación del Ministerio establece que es de su competencia la formulación, ejecución, supervisión y 
evaluación de los planes de vivienda y la instrumentación de la política nacional en la materia. 


Si caracterizamos como grave la situación global del Ministerio en materia de organización funcional, merece 
subrayarse que en la Dirección Nacional de Vivienda solo el 11% de los funcionarios son presupuestados y el 
45% son contratados eventuales, pero no hemos podido conocer la eventualidad por la cual fueron 
contratados. Posiblemente, esto sea una anécdota de relativa importancia si la comparamos con la crisis que 
afecta al sector de la vivienda en general, que lo pone en un estado generalizado de colapso que no puede 
asignarse solo a la crisis de 2002. Nos atrevemos a afirmar que la crisis es estructural en el diseño de las 
políticas. Las causas pueden ser múltiples y complejas y no solo generadas por la insuficiencia de los fondos 
puestos en juego. 


Desde la aprobación de la Ley de Vivienda en 1968, el Fondo Nacional de Vivienda ha sufrido recortes en 
varios sentidos. Recordemos alguno de ellos: la disminución de las alícuotas imponibles -el famoso 2% se 
transformó, a través de leyes sucesivas, en un 1%-, la disminución del monto imponible -consecuencia del 
descenso del salario y del aumento de la desocupación y de la informalidad- y los recortes presupuestales y 
ajustes fiscales de los últimos tiempos. 


Todos hemos participado en las discusiones relativas a cuáles fondos han sido recaudados y cuáles han sido 
vertidos efectivamente a la vivienda. Como muestra basta decir que la Contaduría General de la Nación 
reconocía una deuda -por decirlo de alguna manera-, generada entre 1998 y noviembre de 2004, del orden de 
los $ 2.000:000.000 y que al 27 de abril próximo pasado el fondo de vivienda para pasivos contaba con un 
crédito a favor de aproximadamente US$ 82:000.000 -que traducido en pesos equivale a $ 370:754.853-, más 
US$ 13:429.244 y 938:122.141 Unidades Indexadas en Letras de Tesorería. 


Además, la morosidad incrementó la crisis, ya que una parte nada menor de los recursos del fondo provienen 
de la recuperación de créditos, lo que hace a la lógica del sistema tal como la ley de vivienda lo planteó. 


Como decíamos, las causas son múltiples y complejas. Voy a citar palabras del arquitecto García Trovero 
pronunciadas el 14 de octubre de 2003, que tal vez reflejen el verdadero estado de situación. Este profesional 
señalaba que el sector de la vivienda -lo cito textualmente- "más que atravesar una crisis financiera, atraviesa 
una crisis institucional, conceptual y moral" -se atrevía a decir "moral"-, indicando que la principal crítica 
que se le podía efectuar al Ministerio "es no haber impulsado una política de vivienda" y que el dinero 
recaudado "se invirtió mal, con viviendas de mala calidad y por la inadecuación entre la oferta y la demanda. 
El problema es el acceso a la vivienda y no la cantidad". 


Otro tema que se debe plantear es el de la permanencia en la vivienda, ya que no solo se trata de acceder a 
ella. Digo esto porque por distintas razones muchas de las viviendas no son ocupadas por las personas a las 
que fueron asignadas por mérito. Esta es una de las tareas que nos involucra a todos. 


En este sentido, tampoco se desarrollaron políticas activas para resolver el colapso que generó el altísimo 
costo de muchas de las viviendas construidas, lo que derivó en un alto grado de morosidad, es decir, en 
situaciones que generaron el perverso círculo vicioso de morosidad, de no pago y de "introsidad" -si el 
vocablo existe- al cual asistimos. Este problema, bien complejo y preocupante, causa situaciones muy graves 
en varios conjuntos habitacionales, que se agregan a los problemas muy serios que hemos podido comprobar 
desde hace años, en el interior y en Montevideo. Hay serios problemas constructivos, de mantenimiento y de 
funcionamiento en estos complejos. 


Esto ha llevado al frecuente colapso de grandes conjuntos habitacionales construidos por el Estado en los 
últimos años. Las viviendas construidas en los últimos veinte años no evitaron el vaciamiento de las áreas 
centrales. Este es uno de los aspectos que tiene mucho que ver con el ordenamiento territorial en general, 
pero también con una preocupación que está en el tapete de la consideración pública desde hace muchos 
años: los gastos del Estado. Decía que la construcción de viviendas en los últimos años no evitaron el 
vaciamiento en áreas centrales ni el incremento de los asentamientos. Las llamadas soluciones habitacionales 
de los núcleos básicos evolutivos, por ejemplo, no resolvieron la demanda sino, quizás, todo lo contrario. 
Todos hemos comprobado el evidente desfase entre demanda y oferta, en lo referente a los ingresos de la 
población, que no accede a buena parte de las viviendas construidas. Hace un mes y medio estuvimos en 
Santa Clara de Olimar, en donde hay noventa viviendas. No sé si allí hay demanda para esa oferta; lo cierto 
es que la mitad de esas viviendas están en un estado regular y las otras en un excelente estado, pero 
absolutamente alambradas porque es la segunda vez que se recomponen, para una población que no tiene 
posibilidades de acceder a ellas. Y son reconstruidas y mantenidas a un alto costo porque, además de lo que 
implica su mantenimiento, hay que tener en cuenta el pago del servicio 222 para su custodia. Entonces, decía 
que todos hemos comprobado el evidente desfase entre demanda y oferta, tanto en lo referente a los ingresos 
de la población como en cuanto a su ubicación territorial. En algunos lugares hay conjuntos habitacionales 
vacíos y al mismo tiempo se observa un crecimiento de los asentamientos precarios. 


Es en este marco que hemos puesto manos a la obra a los efectos de la definición del Plan Nacional de 
Vivienda que deberá presentarse, por imperio de la ley, conjuntamente con el Presupuesto quinquenal, sobre 
el que comenzamos a trabajar con los compañeros de equipo. 


Una de las primeras acciones fue promover la creación de un grupo asesor en materia de vivienda -para lo 
cual convocamos a las instituciones públicas, a las cámaras empresariales, a las organizaciones sociales 
vinculadas con el sector de la vivienda- que se reunirá en los próximos días. No sabemos si corresponde, pero 
creemos muy oportuno que, si los miembros de la Comisión así lo desean, pudieran participar de estas 
discusiones de forma de recoger lo que seguramente sean valiosas opiniones y facilitar en el futuro el trámite 
parlamentario del Plan. Así que si los legisladores lo entienden adecuado, podremos remitirles las 
invitaciones correspondientes. 


Nuestro objetivo es promover un plan que tenga por meta central el mejoramiento de las condiciones 
habitacionales del conjunto de la población, procurando, en la construcción, la generación de los consensos 
imprescindibles que den lugar al nacimiento de nuevas políticas de Estado en materia de vivienda, o de 
hábitat, para ser más amplios. Debe ser un plan que dé participación y responsabilidades a los Gobiernos 
departamentales. Creo que es clave dar particular significación a los Gobiernos departamentales. Hubo 
algunas modificaciones a la ley que creo que todos en el equipo estamos dispuestos a rever y posiblemente 
los señores legisladores puedan compartir esas ideas. Debe darse una injerencia significativa a los ámbitos 
locales que, al final de cuentas, son quienes conocen las situaciones tanto o más que los Directores de las 
distintas áreas vinculadas a un Ministerio. 


Además, el plan debe utilizar un abanico amplio de programas y de líneas de actuación, de formas de atender 
al también muy amplio abanico de problemas y de especificidades que tiene la población en relación a la 
necesidad de un hábitat, de una localización, de una resolución adecuada a las necesidades de una familia; no 
es solamente un techo, porque a veces un techo es muy insuficiente para las necesidades concretas humanas y 
sociales del núcleo familiar. 


Debe tenerse en cuenta que construir el Plan Nacional de Vivienda, que involucra mucho más que el 
Presupuesto nacional, ciertamente no será una tarea fácil, sino más bien bastante compleja. Decimos que no 
será fácil, no solo teniendo presente las fuertes limitantes financieras que afectan al país y a su población, 
sino también porque deberá ser diseñado en un contexto en el que hoy no existe el crédito para la vivienda. 


El desastre del Banco Hipotecario -que está bajo nuestra órbita, así como OSE y MEVIR- ha sido realmente 
traumatizante. Y seguramente seguirá en esa situación durante algún tiempo. Más allá de la llamada Ley_de 
Fortalecimiento, de 2002, el Banco Hipotecario no puede prestar porque no tiene capacidad para hacerlo, 
pero además porque está impedido de realizar créditos nuevos por la resolución del Banco Central que le 
obliga a hacer encajes importantes por los depósitos que posee. Además, el 5 de noviembre de 2002 firmó un 
convenio con el Banco de la República y con el Ministerio de Economía y Finanzas por el cual, como 
contrapartida de los depósitos en dólares que traspasó el Banco Hipotecario al Banco de la República, el 
primero quedó obligado a afectar a favor del Ministerio de Economía y Finanzas la totalidad de los ingresos 
que obtenga por cualquier concepto, con excepción de los montos que autorice la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto. 


Más tarde, este convenio se complementó con otro firmado el 3 de julio de 2003, por el cual se autorizaba al 
Banco de la República a retener hasta US$ 2:000.000 mensuales para imputarlos a las deudas que el Banco 
Hipotecario mantiene con el República. Esto es una arquitectura virtual más que real y tenemos que saber que 
esta es una compleja maraña de la que vamos a ver cómo salimos juntos, porque el Banco Hipotecario debe 
volver a ser un banco de fomento, de aliento y de esperanza para muchísimos sectores de la población que, 
quizás con su esfuerzo y con los créditos del sector público pueda encontrar una solución. Tal vez así se 
puedan complementar las acciones que a nivel estrictamente estatal puedan hacerse para dar preferente 
atención a aquellos que no tienen posibilidades autonómicas de resolver el problema de su hábitat. 


El Banco Hipotecario recauda mensualmente US$ 6:000.000 y su destino es el siguiente: US$ 2:000.000 para 
el Banco de la República; US$ 1:500.000 para las empresas constructoras por el avance de obras en ejecución 
-de acuerdo con el convenio firmado con las cámaras respectivas, en un proceso que habrá de culminar a 
fines de 2006-, y los otros US$ 2:500.000 son para gastos de funcionamiento, con el mayor peso en las 
retribuciones personales y las cargas sociales. El gasto de mantenimiento del Banco Hipotecario es realmente 
preocupante -por decir lo menos-, quizás escandaloso. Por lo tanto, y más allá de que el resultado financiero 
del banco del año 2004 fue positivo -concretamente $ 3.386:000.000, luego de pérdidas acumuladas durante 
los años 2002 y 2003 en más de $ 20.500:000.000-, continúa imposibilitado de prestar. Se llega, inclusive, a 
que los fondos de vivienda están obligados a realizar sus ahorros en el Banco Hipotecario al mismo tiempo 
que la institución está impedida por ley de realizar préstamos a la gente. 


Cabe señalar también que buena parte del resultado positivo del Banco Hipotecario se debió a circunstancias 
que no se repetirán este año. El Banco entregó al Ministerio de Economía y Finanzas una deuda cuyo valor 
contable era de $ 2.271:000.000, por $ 3.739:000.000, con lo cual bajó la deuda con el Ministerio en 

US$ 140:000.000, logrando una utilidad de $ 1.028:000.000. 


Asimismo, debemos señalar el fuerte impacto que tendrá sobre el Fondo Nacional de Vivienda la firma -el 15 
de julio de 2004- de un convenio entre el Ministerio y el Banco Hipotecario, que tiene por objeto declarado 


identificar dentro de la cartera social de la institución aquellos núcleos familiares con derecho al subsidio 
directo que otorga el Ministerio a las familias que así lo ameritan, y facilitar que accedan al plan. En ese 
marco, se identificaron unas 26.000 familias. Si tenemos en cuenta el monto del subsidio a aplicar, el propio 
banco proyectó una cifra superior a los $ 3.000:000.000. De ellos, solo $ 220:000.000 -o sea el 7,3% del total 
estimado- fueron contemplados en 2004, en un trámite que sin embargo recién culminó la pasada semana. 
Estos $ 220:000.000 permitieron que 1.583 familias quedaran con su deuda saldada. 


De acuerdo con las informaciones que tenemos, existe otra lista aproximadamente de la misma magnitud, que 
insumirá por lo tanto una cifra similar. No está previsto atender esa cifra en el Presupuesto de 2005, pese a 
que el Banco Hipotecario en 2004 anunció a las familias que estaba todo resuelto. Inclusive, directivos del 
banco manejaron a las familias que no pagaran más porque todo estaba solucionado. Aún quedan pendientes 
unos 23.000 casos que, de resolverse todos por este sistema, implicarían $ 5.000:000.000, pero que el banco 
estima en $ 2.500:000.00; alrededor de 10:000.000 de Unidades Reajustables. Esta cantidad de Unidades 
Reajustables deberían ser pagadas al Banco Hipotecario a razón de 500.000 al año, durante los próximos 
veinte años 


Quiere decir que este convenio comprometió los recursos del Fondo Nacional de Vivienda y de Urbanización 
por los próximos veinte años en una cifra que podría ascender a más de US$ 100:000.000. 


No queríamos dejar de mencionar la situación del tan mentado Programa de Integración de Asentamientos 
Irregulares -PIAI-, que si bien aún está funcionando en la órbita administrativa de la OPP, es proyecto del 
Gobierno actual que actúe bajo las directivas del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y que se integre presupuestal y físicamente a la Cartera. Eso aspiramos hacer en próximos días con 
el traslado a los nuevos locales, sin ocasionar gastos al Estado. 


Como ustedes saben, el 30 de julio de 1999, se firma un contrato de préstamo entre el gobierno uruguayo y el 
BID por US$ 110:000.000, de los cuales Uruguay aportaría el 30% y el Banco el resto. Esto -nos permitimos 
recordarlo- era una inversión pública en materia de asentamientos con un monto similar al que habría costado 
al país la Torre de las Comunicaciones. Sin embargo, en 2003, el Poder Ejecutivo resuelve cancelar parte del 
crédito, dejando la cifra en US$ 81:000.000 e impidiendo la incorporación de nuevos asentamientos al 
Programa. A marzo de este año 2005 se llevan ejecutados apenas US$ 26:000.000. Es una proporción bien 
inferior frente a las urgencias que motivaron la solicitud del préstamo. 


Vale la pena señalar que si bien los asentamientos no están adecuadamente contabilizados en el territorio - 
pero sin duda ascienden a centenares; hay quienes hablan de setecientos-, los incorporados al Programa son 
tan solo ochenta y cuatro en todo el país, involucrando a unas 11.059 familias de las 80.000 estimadas 
viviendo en esas condiciones. Al 1” de marzo de 2005 solamente se han terminado diecisiete obras; quiere 
decir que se estaría beneficiando a 1.667 familias. Nueve obras están en ejecución, ocho en proceso de 
licitación de obra, treinta y cinco en elaboración del proyecto y quince con las cartas consulta no aprobadas. 


Es público y notorio que durante nuestro mandato como Intendente Municipal de Montevideo seguimos este 
proceso muy atentamente. Como ya señalé, es precisamente en las mayores poblaciones donde -no solamente 
en Uruguay sino en toda América Latina y quizás en otros continentes- suelen generarse estas situaciones 
precarias y de perturbación a nivel de la integración social. 


Mientras en el contrato de préstamo se proponía una inversión del 70% del monto en Montevideo -la 
situación de los asentamientos así lo justificaba; alrededor del 70% u 80% se habían registrado en la capital- 
y 30% en el interior, subrayemos que solo una de las obras terminadas fueron localizadas en este 
departamento; dos de las nueve presentadas en ejecución, veinte de las treinta y cinco que se encuentran en 
proyecto y diez de las cartas consulta no aprobadas, son las que corresponden a la capital. 


Los señores Legisladores deben saber que esta situación de falta de ejecución del Programa y de distorsión de 
los compromisos asumidos es vista con la mayor preocupación por el BID; así nos lo han manifestado y lo 
han planteado en todas las instancias posibles. De manera que la prórroga eventual del Programa que 
queremos impulsar y la posible obtención de nuevos préstamos para actuar en la materia se encuentran 
altamente condicionadas. 


La DINAMA -Dirección Nacional de Medio Ambiente-, desde el punto organizativo no se sustrae de las 
generales de la ley, por lo menos de esta peculiar ley que estamos señalando en lo que tiene que ver con el 


Ministerio. El problema principal que identificamos fue su característica de institución cerrada, que no 
atendía a las inquietudes de la comunidad ni de buena parte del empresariado nacional, que necesitaba y 
necesita de las informaciones y de las actuaciones de la DINAMA para poder instalar algunos 
emprendimientos del pasado, del presente y, espero que con mayor dinamismo, del futuro. 


Como ejemplo, decimos que el 8 de marzo nos encontramos con la publicación del Decreto N* 100, de 28 de 
febrero de 2005, que establece un nuevo reglamento de evaluación de impacto ambiental. Esto se hizo el 
último día de la gestión del Gobierno anterior, sin que la ciudadanía, las empresas ni otros organismos del 
Estado hubiesen participado de su redacción; ni siquiera conocieron algún proceso de discusión. 


Fue por eso que nuestra primera gestión en ese sentido fue la de promover ante la Presidencia de la República 
la suspensión de la aplicación de ese reglamento -hecho que se produjo a través de un decreto del 21 de 
marzo de 2005, logrando una suspensión por 180 días para analizar todo esto con mucho cuidado-, y 
convocar a la Comisión Técnica Asesora del Medio Ambiente, COTAMA, la que a partir del 13 de abril 
comenzó a reunirse conjuntamente con la Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial para 
presentar allí los temas de interés y recoger de parte de los distintos actores las inquietudes de la agenda 
ambiental del país, como una demostración del necesario abordaje conjunto de los temas del ambiente, del 
hábitat y de la vivienda y, desde luego, de todo lo que tiene que ver con el ordenamiento, tanto de las áreas 
urbanas como de las rurales. 


En esa oportunidad, la Dirección General planteó los ejes generales de la política ambiental que se llevará 
adelante por parte del Ministerio y de la Dirección Nacional de Medio Ambiente 


Me gustaría señalar lo siguiente. En el día de ayer llegué de Buenos Aires y debo decir que algunos 
periodistas y muchos operadores, inclusive políticos, de cierta relevancia local y nacional, me hablaban de los 
emprendimientos que tenemos pendientes en nuestro país, concretamente de las plantas de celulosa a 
instalarse en el departamento de Río Negro. 


Por lo tanto, creo que es importante señalar algunos de los puntos que nos proponemos llevar adelante en el 
Ministerio, y directamente en la Dirección Nacional de Medio Ambiente. 


En primer lugar, el Plan de Ordenamiento Territorial y Ambiental a nivel nacional en el contexto de pobreza 
que vive el país, compatibilizándolo con el componente social de la política general. 


Otro punto: gestión democrática y transparente propiciando la elaboración de las Agendas XXI locales, y de 
los denominados Informes Geo. 


Tercer punto: política nacional de educación ambiental como pilar para la participación de la ciudadanía. Esto 
también se habló no solo en la primera conferencia de las partes del Convenio de Estocolmo, sino también en 
esa reunión en Belo Horizonte -a la que hice referencia-, que fue verdaderamente significativa. Creo que 
debemos aprender de algunas experiencias ajenas -que posiblemente existan en el mundo europeo, pero que 
sí existen en el mundo latinoamericano, particularmente en el Estado de Minas Gerais- respecto al 
compromiso que la sociedad y las empresas privadas han tenido para una actuación verdaderamente 
responsable para el mantenimiento de condiciones ambientales y de calidades de vida. Esto es imprescindible 
si pensamos que no vivimos solamente en un país sino que vivimos en un planeta, como decía Marguerite 
Yourcenar -a quien hice referencia referencia en la culminación de esa Convención-, una de esas escritoras 
fenomenales y gran pensadora del siglo XX. Creo que esa conciencia la debemos tener permanentemente 
presente. 


Otro punto está relacionado con el desarrollo de un sistema nacional de información ambiental y territorial 
ante la necesidad de integrar las más de veintitrés experiencias relevadas en el ámbito estatal. Tenemos 
veintitrés sistemas distintos y no hemos podido coordinarlos -no parece lógico- en un país como el nuestro, 
que no tiene extensiones desmesuradas y en el que existe una estructura política centralizada. Tenemos que 
asegurar que eso se logre. 


Otro punto es el monitoreo ambiental participativo, entre otras cosas para involucrar a la población y 
disminuir la desconfianza que notoriamente se genera. Uno lo ha percibido; en estos pocos días ya hemos 
estado con no pocas Organizaciones No Gubernamentales, que hemos convocado en calidad de Presidente de 
esta Conferencia celebrada en Punta del Este. Para sorpresa de las propias Comisiones Ambientalistas que 


estaban participando como lo hacen en otros eventos internacionales, por primera vez se las convocó en 
forma institucional, ante lo cual nos manifestaron, en primer lugar, su sorpresa, y en segundo término su 
satisfacción. 


Este es un propósito que nos proponemos seguir impulsando porque es la única manera de ser auténticamente 
transparentes y de disminuir los grados de desconfianza, para que las discusiones y consideraciones se 
realicen con toda lealtad y franqueza frente a todos los interesados e involucrados en cada uno de los 
problemas que puedan estar afectando la biodiversidad, la calidad de vida, la salud de la gente y, en general, 
las condiciones de la atmósfera, de los cursos de agua, de la tierra, de las napas freáticas, y de todo cuanto 
tiene que ver con el sistema ecológico y ambiental. 


En otro punto se establece la mejora de la calidad ambiental mediante la adecuada gestión de las sustancias 
químicas y el contralor de las emisiones. 


Otro punto es el fomento de buenas prácticas ambientales -que fue uno de los temas considerados con 
particular cuidado en esta Conferencia de Punta del Este-, mediante mecanismos de producción más limpia. 


Otro punto es el desarrollo de una estrategia nacional de residuos a nivel nacional y departamental. Todo el 
mundo quiere tener la feria cerca pero no enfrente; ni digo todo lo que tiene que ver con la implantación, la 
localización de los residuos sólidos, sobre todo cuando tienen cierta peligrosidad, que a veces se magnifica 
porque hay procedimientos para lograr la neutralidad de los productos, ya sean de origen industrial o 
patológico, por ejemplo en materia hospitalaria. 


Por estos motivos, se pretende el desarrollo de una estrategia nacional de residuos cualquiera sea su tipo, 
coordinando adecuadamente las competencias nacionales y departamentales. 


Otro punto es el impulso a las fuentes de energía renovables, imprescindibles y factibles para un país como el 
nuestro. La energía eólica es una de ellas. Tenemos que hacerlo, y en coordinación con muchos otros 
Ministerios y otros ámbitos del sector público. 


Otro punto es el desarrollo de una estrategia nacional en el uso y conservación de los recursos naturales 
renovables, tanto a través de la implementación de la estrategia de biodiversidad como del sistema nacional 
de áreas naturales protegidas, impulsando un enfoque integrado en la gestión, por ejemplo en los llamados 
Comités de Cuenca -a los que les doy mucha importancia, y sobre los que se han realizado trabajos a nivel de 
privados en organizaciones académicas y ambientalistas no gubernamentales-, y la asignación de usos 
ordenados, con la participación de OSE y otros Ministerios. 


Otro punto tiene que ver con la atención de los impactos de las actividades productivas -que ojalá sean cada 
vez más numerosas-, no solamente por proyecto sino también los acumulados, mejorando diversos aspectos 
de la evaluación del impacto ambiental, como las audiencias públicas, seriamente establecidas, que den 
garantías a todos y tengan el nivel que la gente merece y reclama. Me refiero a las audiencias públicas para el 
trámite de autorización ambiental previa. 


Otro punto se refiere a iniciar el proceso de renovación institucional de la DINAMA. Creo que hay que 
fortalecer estos organismos; fíjense, señores Diputados, que estamos hablando de un Ministerio que tiene 
menos de 350 funcionarios, y reitero que entre la Dirección Nacional de Medio Ambiente y la Dirección 
Nacional de Ordenamiento Territorial hay un centenar de funcionarios para atender todo el país. 


Decía que se trata de iniciar un proceso de renovación institucional enfocando la dicotomía de competencias 
versus capacidades, con una dotación de recursos humanos, capacitándolos y adecuándolos en sus 
escalafones con el apoyo de la Oficina Nacional de Servicio Civil; con la asignación de recursos financieros, 
inclusive analizando la pertinencia de instrumentos económicos de gestión. Es absolutamente imposible para 
la DINAMA cumplir con la agenda ambiental nacional con los recursos humanos existentes. El país corre el 
riesgo de quedarse sin ellos, produciendo de hecho la privatización del sector. 


Otro punto es revisar la estrategia de gestión de los convenios internacionales y proyectos en general, 
incluyendo el Subgrupo N* 6 del MERCOSUR, con el que nos sentimos profundamente comprometidos. 


La COTAMA y la COTAOT -Comisión Técnica Asesora de Ordenamiento Territorial- acordaron considerar 
en forma conjunta algunas temáticas comunes, que pueden resumirse como las siguientes. Es interesante esta 
forma conjunta de trabajo de las Comisiones Técnicas Asesoras de las dos Direcciones Nacionales. 


Un punto sería la política de gestión integrada costera, tomando como punto de referencia la revisión del 
proyecto de decreto elaborado en el año 2004. 


Un segundo punto es el establecimiento de directrices nacionales ambientales y territoriales para el Uruguay 
productivo sustentable, mediante la revisión de los documentos existentes y como base para la construcción 
de políticas nacionales. 


Un tercer punto es la implementación del Sistema de Áreas Naturales Protegidas, y el cuarto punto es la 
discusión del proyecto de ley sobre ordenamiento territorial, al que ya hemos hecho referencia. 


El plan de actividades de la COTAMA para el presente año tiene previsto considerar el proceso de definición 
y revisión de estándares de parámetros de calidad ambiental, a través de Grupos de Estandarización Técnica 
Ambiental, en aire -ya parcialmente culminado-, en agua -mediante la revisión del Decreto del 18 de mayo de 
1979-, en suelo y en materia de ruido -lo que implica reglamentar la reciente Ley N* 17.852-, así como 
asesorar en la reglamentación de las leyes aprobadas en el último período, la relacionada con el plomo, la ley 
de envases y residuos de envases, que tenemos que reglamentar y viabilizar, porque no estamos actuando 
razonablemente y en consonancia con las preocupaciones a nivel regional e internacional. 


Como advertirán los señores legisladores, el país cuenta con varias leyes que no se encuentran 
reglamentadas, y en consecuencia no se están aplicando. 


Otro punto que está siendo considerado a nivel conjunto de DINAMA y de la Dirección de Ordenamiento 
Territorial es la consideración del plan de trabajo y seguimiento de las actividades de la Mesa Nacional de 
Producción más Limpia -así se llama-, creada a fines de 2004 y que reúne a las distintas instituciones 
involucradas. 


Otro punto, en mérito a lo dispuesto por el Decreto del 21 de marzo de 2005 que suspendió la actualización 
del Reglamento de Evaluación de Impacto Ambiental, aprobada por el Decreto N* 100 de 2005 -al que ya 
hicimos referencia-, es que se está desarrollando un proceso participativo de revisión del régimen de EIA - 
impacto ambiental-, analizando las bases y el funcionamiento del sistema de EIA y de Autorización 
Ambiental Previa, así como el decreto de actualización aprobado al cierre de la anterior Administración 


Esa revisión permitirá recoger la experiencia de la DINAMA y de los distintos sectores involucrados durante 
más de diez años de aplicación de un instrumento preventivo de gestión ambiental de gran importancia, 
proyectando hacia el futuro las modificaciones necesarias para compatibilizar la debida protección del 
ambiente con las necesidades de nuestro desarrollo económico y social. 


Ese trabajo será acompañado por otras actividades de consulta y de participación; unas dirigidas a sectores 
directamente involucrados, y otras de alcance general, para tener bien informada, democráticamente, a la 
población y a todos los interesados. 


Otro punto a destacar es que a casi cinco años de la aprobación de la Ley_ de Creación del Sistema Nacional 
de Areas Naturales Protegidas -de febrero de 2000-, la anterior Administración aprobó el Reglamento, 
mediante Decreto del 18 de febrero de 2005. 


El texto de la norma había sido elaborado por un grupo técnico conjunto de los Ministerios de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y de Ganadería, Agricultura y Pesca y había contado con 
múltiples instancias de participación, inclusive a través de esta Comisión Técnica Asesora del Medio 
Ambiente. El Decreto fue aprobado durante el período de transición con el conocimiento y el apoyo de la 
nueva Administración. 


Para la DINAMA es uno de sus cometidos sustantivos implementar este sistema nacional de áreas nacionales 
protegidas, poniendo en vigencia los postulados de la ley del año 2000 y su reglamentación. 


En el ámbito de la Dirección Nacional viene desarrollándose el proyecto llamado "Plan Nacional de 
Implementación del Convenio de Estocolmo", que comprende actividades de relevamiento y soporte técnico, 
así como de participación y de validación, tendientes a la elaboración del plan de cumplimiento por parte de 
nuestro país del Convenio de Estocolmo sobre los ya señalados Contaminantes Orgánicos Persistentes, que 
fue aprobado, en el caso nacional, por la Ley del 31 de diciembre de 2003. 


El Convenio de Estocolmo refiere a ciertas sustancias químicas, que actualmente se reconocen como 
persistentes y bioacumulables en los organismos vivos, que pueden causar efectos negativos al ambiente, 
incluyendo en este a la salud humana. De manera que actuar de forma muy consciente y muy potente en esta 
órbita es fundamental. Comprende una serie de sustancias químicas, algunas de las cuales pueden ser 
utilizadas como plaguicidas, para las que establece medidas para la eliminación de su producción y para su 
uso, además de la adecuada disposición de las acumulaciones no deseadas que pudieran existir o que se 
encontraran obsoletas al momento de la prohibición. 


Nosotros contamos con algunas de esas sustancias a las que es necesario buscarles un destino y la 
eliminación correspondiente. Se puede adelantar que ya hemos hablado con algunos organismos 
internacionales que habrán de colaborar con nosotros para poder efectivizarlo. 


Técnicos de DINAMA, como de otros organismos relacionados -Ministerios de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, de Salud Pública, de Trabajo y Seguridad Social-, han coincidido en la conveniencia de prohibir tanto 
la introducción como la producción nacional y el uso -incluyendo el agropecuario, el industrial, el sanitario, 
el doméstico y cualquier otro- de las sustancias químicas, preparaciones o formulaciones que contengan los 
productos incluidos en el Anexo A de ese Convenio. Así es el caso del DDT, no comprendido en el Anexo A, 
aunque sí en el Anexo B -sustancias autorizadas para ciertos usos- solamente para contemplar a los países 
que, por razones sanitarias, mantienen su uso para detención de epidemias -como la malaria, para actuar 
contra el vector que la genera-; para ello se ha elaborado un proyecto de decreto que actualmente se 
encuentra sometido a la firma del Poder Ejecutivo. 


Merece la pena además destacar que entre el 2 y 6 de mayo se llevó a cabo en Punta del Este una muy exitosa 
conferencia. Este evento -de suma importancia a nivel internacional- demandó para el nuevo Gobierno, y en 
particular para nuestro Ministerio, un esfuerzo muy importante en la organización y en el costo, porque más 
allá de que hayamos sido respaldados muy generosamente por el Gobierno suizo, esto significó una 
importante inversión. Creo que quedó largamente compensada, no solo por la afluencia de una enorme 
cantidad de personas que llegaron a nuestro país, sino también por la importancia que ha adquirido Uruguay 
por su posicionamiento en cuanto al respeto de normas básicas de equilibrio ambiental. 


Como digo, requirió un enorme esfuerzo en la organización y también en su financiamiento, debiéndose 
cubrir aspectos organizativos clave para viabilizar su organización, que al 1? de marzo de 2005 estaban 
prácticamente sin definir. 


Más allá de lo acotado de los plazos, quiero decir que se trabajó en equipo, en instancias de participación, de 
coordinación e integración a nivel nacional, constituyéndose la delegación oficial por representantes de los 
Ministerios de Relaciones Exteriores, de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, y de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Esta conferencia que tuve el honor de presidir marcó un reconocimiento de toda la comunidad internacional - 
a texto expreso, por resolución específica de este convenio- por la labor que Uruguay pudo efectuar en la 
Agenda Internacional de Químicos. La realización de esta conferencia constituye un significativo paso 
adelante en el proceso de implementación, y además, un enorme compromiso de parte de todo el Uruguay en 
el proceso de implementación del Convenio de Estocolomo, y en particular en el marco de los acuerdos 
internacionales para su cumplimiento. 


Se destaca entre los logros de esta conferencia la aprobación del mecanismo financiero que asegura la 
disponibilidad de recursos para la efectiva implementación del convenio por parte de países en desarrollo y la 
creación de un órgano subsidiario que abordará la incorporación de nuevos contaminantes orgánicos 
persistentes para su reducción y eliminación. Este órgano subsidiario contará con un representante de nuestro 
país en el grupo de cinco expertos que representarán a la región de América Latina y el Caribe. 


Más allá del avance que significó la conferencia en materia internacional y de posicionamiento de nuestro 
país por ser sede y por presidir tan importante evento, tuvo como resultado una serie de logros que vale la 
pena colectivizar y que ustedes conozcan. Para nuestro país, tanto en el ámbito de la cooperación técnica y 
bilateral como en el ámbito nacional, se destacan los avances en la formulación de acuerdos bilaterales de 
cooperación en temas ambientales entre Uruguay y los Gobiernos de Suiza, Suecia, Finlandia, España y 
Francia, así como la definición de prioridades del país para la aplicación de los fondos GEF -destinados al 
medio ambiente, que pueden contar con cifras muy importantes sin contrapartida de los ámbitos nacionales; 
creo que quedamos excelentemente bien posicionados frente a las personas que son clave para el manejo de 
esos fondos- y el avance en la elaboración de proyectos específicos en materia de químicos con las agencias 
de implantación y de cooperación técnica. 


Creo que vale la pena destacar -si no se ha difundido suficientemente-, que en la reunión que mantuvimos en 
Punta del Este con representantes a nivel de naciones, que hubo un compromiso específico y formal con el 
Gobierno de Finlandia en el sentido de asegurar que las empresas que habrán de instalarse en Río Negro 
cumplan estrictamente las mismas condiciones que el propio Gobierno finlandés les obliga a cumplir a las 
empresas instaladas en su propio territorio, porque uno de los elementos que originó desconfianza entre 
algunos compatriotas y ciudadanos del propio departamento y de la República Argentina es que se presume 
que las empresas extranjeras vienen a nuestro territorio a obtener un lógico y esperado beneficio de las 
inversiones correspondientes, pero que no habrían de cumplir las condiciones que establecen las normas 
internacionales y nacionales utilizadas en los países de origen. En este caso, la desconfianza se vio totalmente 
superada. De la misma manera, a los integrantes de la delegación de España les hicimos notar este acuerdo y 
solicitamos obtener las mismas garantías de parte del Gobierno español. 


En el ámbito nacional los logros más relevantes se centran en el fortalecimiento de la cooperación y 
coordinación interministerial a través de la identificación de temas comunes para la agenda ambiental, así 
como en el fortalecimiento de los vínculos con las organizaciones no gubernamentales, tanto nacionales 
como internacionales. Asimismo, la DINAMA está trabajando en la finalización del texto del decreto de 
aprobación del reglamento de residuos sólidos industriales -esto es muy importante y quiero subrayarlo-, 
agroindustriales y de servicios en ejecución de las previsiones de la ley general de protección del ambiente 
que se votó el 28 de noviembre de 2000. Dicho reglamento se basa en el documento técnico elaborado por un 
grupo de trabajo interinstitucional en el seno de la COTAMA, que fuera aprobado por los integrantes de esta 
misma Comisión en junio de 2003. 


Establecer reglas claras y precisas en materia de residuos sólidos es una necesidad absolutamente 
impostergable de la gestión ambiental a nivel nacional, de forma de establecer criterios para los proyectos de 
inversión en el país y brindar seguridad a la población en esta materia. El manejo de los residuos sólidos 
compone un sistema más allá del tipo de residuos de que se trate. Hasta la fecha, solamente los residuos 
sólidos hospitalarios tienen una normativa nacional aplicable, además de las baterías de plomo y ácido usadas 
o desechadas y sin perjuicio de lo establecido por los Gobiernos Departamentales en cuanto a los residuos 
sólidos urbanos y domiciliarios. Se estima, entonces, que la tarea técnica habrá de culminar a la brevedad 
para poder poner el texto del decreto a consideración del Poder Ejecutivo y, ciertamente, a conocimiento del 
Poder Legislativo. 


Esta primera intervención -reconozco que muy tediosa- procura brindar una información amplia y actualizada 
de la situación en la que nos encontramos en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y esbozar, ya sea mediante el señalamiento de lo que no nos parece correcto, lo que debe ser 
modificado, o mediante el anuncio de nuestras intenciones, por dónde habrán de caminar este equipo y este 
Ministerio de aquí en más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes de continuar, quisiera comunicar al señor Ministro un mensaje del 
señor Diputado Mazzulo, quien por enfermedad de su padre, aparentemente, bastante grave, no puede 
estar presente hoy aquí. Debido a que el señor Ministro y el señor Diputado habían conversado 
previamente acerca de algunas preguntas que iban a ser formuladas, se deja expresa constancia de su 
ausencia. 


SEÑOR PATRONE.- Agradezco la presencia en la Comisión del señor Ministro y de su equipo, con la 
importancia que tiene este tipo de reuniones -el lo sabe, como legislador de amplia experiencia- para 
quienes estamos en esta casa. Inclusive, recordamos que cuando estábamos en la oposición, era 


fundamental la presencia de las autoridades del Poder Ejecutivo porque es la forma de tener contacto 
directo con sus planes y sus inquietudes y plantear todas las dudas e interrogantes que surjan acerca de 
la gestión actual o futura. 


No ha sido tediosa en absoluto la exposición del señor Ministro, sino absolutamente ilustrativa y deja en claro 
una situación de déficit estructural en cuanto a la forma en que el Ministerio, que es imprescindible -no se 
pone en cuestión su existencia-, en los pocos años que han transcurrido desde su creación, no ha logrado 
superar algunos problemas que provienen de su propia conformación. De esa manera, uno se siente 
preocupado porque las debilidades heredadas deberán ser transformadas en fortalezas. Pero aquellas nos 
condicionan, son una restricción previa que nos preocupa sobremanera, y las primeras en preocuparse son las 
autoridades del Ministerio, de acuerdo con lo que nos ha manifestado el señor Ministro. 


De todas maneras, quería formular alguna pregunta con respecto a la pobreza y al ambiente. Creo que el 
mayor problema ambiental que tiene Uruguay en este momento es la pobreza. Estas no son palabras mías, 
sino del Presidente de la República, y toda la fuerza política las comparte plenamente. 


En ese sentido, quisiera saber si los fondos GEF para el medio ambiente podrían estar vinculados a esta 
temática. Además, quisiera formular alguna otra pregunta relativa a los temas propios del Ministerio. Por 
ejemplo, el señor Ministro ha dicho que tiene disparidad de locaciones. Cuando se habló del Convenio de 
Estocolmo se dijo que el laboratorio está ubicado en el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y creo que 
seguirá estando allí. No sé qué piensan hacer al respecto; entiendo que es difícil solucionar esa situación ya 
que un laboratorio no se construye de la noche a la mañana y necesita una gran inversión. Asimismo, la gente 
que está abocada al Convenio de Estocolmo hace un tiempo fue trasladada de las oficinas del Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente hacia el LATU. Por lo tanto, quisiera saber si eso 
dificulta o facilita la relación interinstitucional. Me gustaría saber qué piensan con relación a ese tipo de 
problemas heredados, que pueden ser solucionados o no, porque entre los problemas estructurales tenemos 
tanto el de los recursos humanos como el de los financieros. 


También me preocupa lo relativo a los residuos sólidos, como los agroindustriales, los de servicios y los 
efluentes volátiles; en ese sentido, me interesó en gran medida la referencia que hizo el señor Ministro a la 
escritora Yourcenar y a su frase: "Yo vivo en este planeta”. 


Cuando el Canciller Bielsa presentó la nota relativa a la instalación de las plantas de celulosa en el 
departamento de Río Negro, me preocupó el concepto utilizado, aunque considero que es correcto, ya que el 
ambiente es uno solo y el Río Uruguay solo nos separa jurisdiccionalmente; ese tema es político y no 
ambiental. Digo esto porque en la República Argentina, a no más de 140 kilómetros de nuestra frontera, se 
encuentra ubicada una central nuclear -del lado brasileño también hay instalaciones que nos complican la 
vida desde el punto de vista ambiental-, y si ocurriera una desgracia como la de Chernobyl nos veríamos 
directamente afectados por ella. También podemos recordar las antiguas emisiones de Candiota, que han 
desaparecido de la consideración pública, pero no sé si se debe a un control adecuado del tipo de emisión por 
parte de Brasil -que, inclusive, afectaba nuestra producción agropecuaria- o, simplemente, a que en lo últimos 
tiempos optamos por dar vuelta la página y hacer de cuenta de que eso no existe. 


SEÑOR PÉREZ.- En primer lugar, quiero dar las gracias al señor Ministro y a sus asesores por haber 
aceptado este hierro caliente. En realidad, por todo lo que ha dicho el señor Ministro me pregunto: 
¿qué desgobierno nos desgobernó?, porque no puedo entender lo que ha pasado en los últimos diez 
años. 


Quiero ser breve porque entiendo que el señor Ministro y sus asesores se deberían ir a trabajar. Además, por 
más discursos que hagamos en la Comisión e inquietudes que planteemos, me pregunto cómo los podremos 
ayudar, teniendo en cuenta la terrible situación que deben resolver. 


Podría hablar de la situación de mi departamento, Maldonado -el señor Ministro y los demás compañeros la 
conocen-, pero en el futuro vamos a tener posibilidades de conversar sobre el tema del medio ambiente y el 
de la vivienda, que es brutal. 


SEÑOR LAFLUF.- En primer lugar, deseo agradecer la presencia del señor Ministro y de sus asesores, 
y aclarar que el 8 de mayo pasado fui electo Intendente por el departamento de Río Negro, por lo que 


se me van a confundir muchas cosas de la tarea legislativa con las ejecutivas del departamento. 


A lo largo de la exposición fui tomando algunos apuntes y noté que buena parte de ella, más que nada, está 
basada en temas de auditoría y de administración del Ministerio. Por lo tanto, no voy a hacer ningún 
comentario en ese sentido. 


Sin embargo, voy a atar algunos conceptos vertidos con determinados temas que tratamos en la Comisión 
antes de que el señor Ministro ingresara a Sala. Me refiero a la gran preocupación que tenemos en todo el 
país por la falta de coordinación de una política nacional de vivienda. Vemos que hay muchas cosas aisladas 
y superpuestas -aunque todos estemos trabajando y apuntando a lo mismo- y que hay una gran falta de 
participación de los Gobiernos Departamentales. 


El señor Ministro habló de una política nacional de vivienda en el segundo punto tratado, y se refirió a la 
necesidad de contar con un grupo asesor -público y privado- y con la participación de los Gobiernos 
Departamentales, utilizando un abanico de soluciones. Asimismo, habló de involucrar al Banco Hipotecario a 
pesar de sus carencias y la imposibilidad de otorgar créditos, lo cual me parece muy importante. 


No me gusta hablar con términos difíciles para aparentar que las cosas son complicadas; lo que precisamos a 
nivel departamental es un lugar en donde se coordine la política de vivienda y en donde el habitante pueda ir 
a averiguar cuál puede ser su solución. De esa manera, no tendría por qué saber de antemano si calza en un 
programa del Banco Hipotecario, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente o 
de MEVIR. Por eso es tan importante la participación de las Intendencias Municipales. En ese sentido, creo 
que podría hacerse una unión de esfuerzos entre el Ministerio y el banco para manejar las posibles 
soluciones. 


Por otra parte, me preocupa la deuda de $ 2.000:000.000 que el Estado mantiene con el Ministerio y con el 
Fondo Nacional de Vivienda, y la que tiene con los pasivos, que asciende a US$ 82:000.000. No sé cómo se 
puede solucionar este problema, teniendo en cuenta que el Banco Hipotecario podrá participar poco, en la 
medida en que no tiene recursos y no puede actuar como tal. 


Otro aspecto que nos parece muy importante es un estudio de la situación de las viviendas a nivel de cada 
uno de los departamentos. Tenemos muchas viviendas vacías y no sabemos en qué situación están. Además, 
hay muchos grupos habitacionales con tremendos problemas de documentación, ya sea de propiedad de 
terrenos o de la parte constructiva. La gente se ha ido acostumbrando a que como todo está mal hecho, no hay 
que pagar nada. Esto provoca un desastre, tanto a nivel de los recursos que pueda recibir el Ministerio o el 
Banco Hipotecario, como en el conjunto de gente que vive en el complejo, ya que estas personas pueden 
preguntarse: "Entonces ¿para qué voy a pagar?" 


Hablo particularmente de mi departamento de Río Negro, donde tenemos un grave problema: no saber qué 
ofrecer a los emprendimientos nuevos. El departamento no está preparado para recibir esa masa de gente que 
va a llegar, y tampoco podemos tomarnos todo el tiempo del mundo, porque ya se están empezando las obras. 
Nos gustaría poder trabajar muy cerca del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, no solo en el tema vivienda sino también con relación al ordenamiento territorial. Asimismo, nos 
gustaría inventar algo a nivel urbano, en un esfuerzo conjunto entre el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y la Intendencia Municipal, con la logística y el trabajo de MEVIR, para lograr 
otro tipo de solución habitacional. 


También sería bueno que se hiciera un seguimiento de la participación y de las responsabilidades de las ONG 
que trabajan a nivel de la mayoría de los grupos del SIAV, porque recibimos protestas de los vecinos de que 
nos los atienden, de que hay muchas que funcionan bien pero hay otras en las que se les da poca importancia 
y participan poco en el barrio. 


Asimismo, nos tiene muy preocupados la conmoción social que se provoca con los lanzamientos y, 
lamentablemente -declaro mi ignorancia-, no sé cómo ayudarlos; realmente, no sé cuál es la solución. 


Por último, quiero decir algo con relación a las viviendas de los jubilados. Hoy estuvimos conversando con el 
actual Intendente de Río Negro, arquitecto Centurión y con la Asociación de Jubilados. Los jubilados 
protestan porque no les dan las viviendas y se les retiene el dinero. Eso es cierto; hay que asumir las 
responsabilidades. 


Hace poco tiempo, en Río Negro, mencioné una idea que se me ocurrió. Dije que no debe de haber 
Intendencia que no le deba al Banco de Previsión Social y, por lo tanto, se podría hacer volar la imaginación 
y pensar que la Intendencia podría participar en un plan de construcción de viviendas para los jubilados, 
aportando servicios, infraestructura, mano de obra y materiales en lugar de pagarle al BPS y, de esa manera, 
ir paliando la situación. Otra posibilidad sería que las viviendas que hoy están vacías en los distintos 
departamentos se fueran adjudicando a los jubilados. Hay una tercera opción: muchos jubilados y ancianos 
quizás estén viviendo con su familia, con sus hijos, y una solución sería que se les pudiera dar una mano, 
otorgándoles materiales para que puedan construir con su familia en ese propio predio. 


SEÑORA TRAVIESO.- Quisiera agradecer al señor Ministro y a su equipo por haber tenido la 
amabilidad de aceptar nuestra invitación. 


Cuando uno vive en el interior, a veces es difícil hacer un enfoque a nivel nacional, por más que tenga datos y 
pueda contar con alguna vivencia propia. Sabemos que todo lo que tenemos hoy -además de lo que el 
Ministro ha declarado acá, y que lamentamos- es un hierro caliente, porque son temas muy graves los que 
tenemos que resolver y, desgraciadamente, son heredados. 


Antes de que llegara el señor Ministro y su equipo comentábamos que no solo existe la problemática del 
déficit de vivienda; también heredamos problemas graves como los de construcción, los de mala ubicación y 
las adjudicaciones, de las que la gente tanto se queja y reclama. 


Como decía el señor Diputado Lafluf, los problemas de la gente no solo tienen que ver con las adjudicaciones 
y la mala construcción, sino también con esas -permítanme el atrevimiento- mal llamadas ONG, que están 
continuamente perturbando y amenazando a las personas. Digo esto porque es algo que se vive en nuestro 
departamento. 


Sabemos que debemos mirar hacia el futuro para tratar de resolver el problema. 


Hoy le preguntamos al señor Ministro y a su equipo qué vamos a hacer con todo esto que nos toca como 
herencia, de qué forma podemos ayudar cada uno de nosotros, como integrantes de esta Comisión y como 
Representantes de un departamento, para dar respuesta a la gente que hoy tiene problemas con la vivienda -si 
así se puede llamar- que le fue adjudicada. La gente tiene problemas económicos y de desarrollo de su 
familia, porque la vivienda que le fue adjudicada no le sirve, ya que no se tomó en cuenta -o no se quiso 
tomar en cuenta- a quién iban destinadas esas viviendas. Solamente se habló de soluciones y creo que no 
fueron soluciones sino problemas que hoy este nuevo Ministerio va a tener que resolver. 


Mi pregunta tiene que ver con esta herencia. Quisiera saber de qué forma vamos a tratar el sistema SIAV, de 
qué forma vamos a hacer los relevamientos de las viviendas vacías en los complejos de MEVIR, en las 
sociedades civiles y de qué forma vamos a dar una respuesta a las personas que llevan años reclamando y 
que, con el advenimiento de este nuevo Gobierno diría que se ponen un tanto nerviosas y angustiadas por esta 
situación que están viviendo. 


Necesitamos ver el futuro de esto pero también necesitamos saber de qué forma nos encaminamos para 
resolver este problema que no surge desde la ciudad sino también desde los medios rurales. En mi 
departamento está insertado el SIAV; hay viviendas vacías y, sin embargo, hay gente durmiendo en una 
casilla. Sabemos que en el departamento hay familias con niños que van a trabajar a las granjas, que dejan 
sus niños al cuidado de algún vecino y que están viviendo -no en la ciudad, sino en el medio rural- en una 
casilla, y también reclaman por la mala adjudicación de estas viviendas. 


SEÑOR HERNÁNDEZ.- Como verán, por lo que dijo el señor Presidente -que nos representó a todos-, 
en esta Comisión hay un gran esfuerzo intelectual y político. Acá hay voluntad política de estos 
uruguayos y uruguayas que somos Diputados para hacer el máximo esfuerzo a fin de que las cosas nos 
dignifiquen, independientemente de la posición política mezquina que se pueda tener de llevar harina 
para su costal. Eso está demostrado en el gran esfuerzo intelectual para no caer en las peculiaridades, 
tratando de ver las cosas en los lineamientos globales. No hay un acuerdo político de no hacer 
preguntas. 


Me parece que se entiende la posición del futuro Intendente. Ese es un tema del que habíamos estado 
hablando; me parece que son de recibo los planteos. Son planteos no mezquinos, de vuelo alto, de vuelo de 
águila, cosa que no veíamos hace tiempo. Quizás por eso mismo ahora está donde está. Tenemos una tarea 
por delante. En el Ministerio hay gente con conocimiento; entonces, debemos estar en contacto para tratar los 
temas relativos al ordenamiento territorial. En nuestra bancada hemos hablado de que tenemos que romper 
esas trabas partidarias que en su momento nos ayudaron pero ya no constituyen una herramienta válida. 
Debemos hacer inflexiones, que no son oportunistas sino que son dignas. Indudablemente, esa actitud dará 
sus frutos cuando tengamos que decir a la gente qué fue lo que hicimos. 


Pensamos que para futuras reuniones con el Ministerio y sus Directores sería conveniente hacer una agenda 
de los temas a tratar, para que sepa a qué nos vamos a referir y nos puedan brindar las respuestas ya pensadas. 
Esto también es válido para ustedes. Creemos que fácilmente se puede dar este tipo de relación con el 
oficialismo, es decir, con los cuatro Diputados que integramos esta Comisión, como algo natural. Los 
Diputados que en su oportunidad tuvieron esa posibilidad también lo hicieron. Sin embargo, ya no alcanza 
solo con eso. Por eso, algún integrante del Ministerio podría venir a esta Comisión para mantener una 
conversación con nosotros -con o sin versión taquigráfica- y tratar de resolver estos problemas. 


Tal vez puedan dar respuesta a algunas de las interrogantes que se han formulado; se han tratado muchos 
temas. 


Por otra parte, saludo la tolerancia que se ha tenido en virtud de algunas cosas que se han dicho. Saludo la 
tolerancia de aceptar la realidad, la madurez política de aceptar los hechos y de tratar de solucionarlos. 
Negaremos dialécticamente las trabas que ha habido, avanzaremos y nos apoyaremos en las cosas positivas, 
como se dijo en el informe. 


Quería decir esto porque la realidad, los problemas de la gente -que también son los nuestros; quienes nos 
conocen saben que es así-, nos obligan a que cuando encaremos algún tema lo hayamos pensado. Frente a un 
problema debemos pedir una respuesta, pero no con tono de una interpelación institucional, de un llamado a 
Sala, sino de preguntar, de cuestionar en el buen sentido, por no saber algo. A veces la necesidad de la prensa 
de conocer los hechos puede hacer que se tomen en cuenta hechos superficiales o unilaterales, lo que 
inconscientemente desfigura la realidad. No queremos que eso suceda y como nos queda una vida por 
delante, debemos hacer las cosas de la mejor manera. 


SEÑOR CASAS.- Al igual que mis compañeros agradezco la presencia de las autoridades del 
Ministerio. 


Vamos a hacer una pregunta que tiene que ver con un planteo que hizo el Presidente de FUCVAM en esta 
Comisión respecto a la inversión que se va a prever en el Presupuesto de 2005. En esa oportunidad 
manifestó: "Nos preocupan algunos números que se han emitido, respecto de lo cual nuestra federación ha 
sacado un comunicado de prensa. Se habla de un recorte de aproximadamente un 45%, una cifra mayor a la 
aplicada por otras Administraciones". 


Queremos conocer el nivel de inversiones previsto, sobre todo teniendo en cuenta la desocupación. Sabemos 
la importancia que tiene la inversión en vivienda para la reactivación de la mano de obra. 


Entonces, nos gustaría conocer las inversiones previstas así como el número de viviendas proyectadas, 
comprometidas, en ejecución y que van a ser entregadas tanto a población activa como a jubilados; si fuera 
posible, también quisiéramos tener la distribución geográfica en los diecinueve departamentos. 


Queremos decir al señor Ministro que hasta 2003 integramos el Directorio de OSE; tal vez lo recuerde. Le 
pedimos que tenga presente esa fecha; con nuestro voto, con el voto del Partido Nacional, la Intendencia 
Municipal de Montevideo pudo contar con la tasa de saneamiento. Se trataba de un dato que OSE tenía que 
pasar a la Intendencia y que históricamente no le había dado. También le decimos que nuestra intención es 
trabajar positivamente; inclusive, podemos aportar alguna experiencia con respecto a OSE. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está muy claro que esta es una primera reunión para empezar a trabajar. De 
cualquier manera, queremos destacar algunas cosas que se han dicho y que son importantes 


Nos parece bárbaro lo que se ha dicho respecto al trabajo futuro del Ministro, quien es un conocedor de las 
Intendencias. Quizá se pueda llegar a algún acuerdo para intercambiar trabajo con el Ministerio -como se ha 
hecho en el interior-, con OSE y con UTE, a fin de que los esfuerzos rindan mejor al país. Tuvimos una 
experiencia de este tipo con las Intendencias de Montevideo y de Artigas, y fue fructífera para ambas 


Por otra parte, quisiera saber si el PIAI corre peligro de no continuar y de qué depende que continúe. 


Con respecto a la DINOT quiero decir que en los cinco o seis años que estuvimos en la Intendencia tuvimos 
el mismo problema. Me refiero a que firmamos varios convenios con la Dirección Nacional de Ordenamiento 
Territorial y nunca se pudieron llevar a cabo porque cambiaban los Directores. Espero que este Director 
permanezca en el cargo los cinco años para poder cumplir un plan de ordenamiento territorial. Reitero que, en 
su momento, este plan no se pudo llevar adelante, a pesar de que hubo buena voluntad, porque cambiaban el 
Director. 


En virtud de lo que ha manifestado el señor Ministro, voy a hacer algunos comentarios concretos. Estamos 
ante un colapso del sistema de viviendas. Hoy tenemos viviendas abandonadas por todos lados. En Artigas, 
como no se podía pagar el Servicio 222, hubo que poner ladrillos en puertas y ventanas de algunas viviendas 
para que no las invadieran; se trata de propiedades muy caras, que fueron pagadas en su momento. 


Asimismo, quienes integramos esta Comisión vivimos el tremendo drama de personas que todos los días se 
presentan llorando y reclamando por los lanzamientos. 


Otro problema -que también se planteó aquí- es el funcionamiento de las ONG. En Artigas nos han 
informado que algunas funcionan bien y otras no. Quisiéramos saber si eso va a seguir así o si se van a hacer 
cambios. 


Es aspiración de la Comisión que en la recorrida por los departamentos se tenga en cuenta a las autoridades 
locales -sabemos que el señor Ministro es muy abierto en ese sentido y que así lo hará- para que los 
Diputados y los Intendentes estén interiorizados y puedan colaborar. 


Aprovecho la presencia del señor Ministro y de sus asesores para decir que nos gustaría -esto no lo he 
consultado con mis compañeros- que hubiera un nexo entre la Comisión y el Ministerio. Como sabemos que 
el señor Ministro está muy ocupado, ese nexo serviría para tratar los pequeños problemas que se puedan 
presentar, que son pequeños para el Ministro o para su función pero no para quien los plantea. 


Por otra parte, queremos decir que no nos gusta mirar para atrás ni criticar a los Gobiernos anteriores. 
Cuando asumimos un cargo sabemos de antemano los problemas que vamos a recibir. En nuestro caso 
particular, teníamos problemas que venían desde la época del gobierno militar con la creación de sistemas 
que resultaron bastante complicados. Hoy, el Ministerio tendrá que reorganizar lo relativo a las viviendas que 
pertenecen al Banco Hipotecario, a la Intendencia Municipal y al propio Ministerio; es toda una maraña que 
no sabemos en qué va a terminar. 


Por último, queremos trasmitir la gran inquietud que tienen infinidad de familias que han pagado totalmente 
sus compromisos y que hoy no tienen los títulos de sus propiedades. En estos casos muchas veces hay 
responsabilidad de las Intendencias. Son temas que tenemos que solucionar entre el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y el Banco Hipotecario. 


| Por supuesto que esta es una reunión de tipo protocolar y sabemos que no todos los días contaremos con la 
presencia del señor Ministro, pero hay cosas insólitas y por eso tenemos que aspirar a un permanente 
contacto. 


Quiero darles un dato concreto. A una ONG de Artigas se le sacó una camioneta Fiorino. El directorio de la 
ONG nos hizo llegar todos los antecedentes. Esa camioneta estaba en desuso, o era para chatarra y ahora que 
ellos la recuperaron, les da lástima que se la quiten. Le paso la documentación al señor Ministro porque esta 
ONG es importante por la función que cumple. 


Por supuesto que como Presidente de la Comisión he recibido varias inquietudes, algunas de las cuales nos 
afectan dolorosamente. Por encima del pasado, hay que mirar el presente de las familias que hoy son 
desalojadas, a algunas de las cuales hemos recibido. Le entrego al señor Ministro una documentación muy 


interesante y que quizás la pueda leer. Por los documentos que nos muestran, se trata de familias que han 
intentado cumplir con sus obligaciones y como cambiaron las reglas de juego, hoy están por perder lo único 
que tienen que es su vivienda. 


Sintéticamente, voy a citar el caso de una doctora que perdió su trabajo hace ocho años, que había pagado 
bastante por una vivienda en el complejo Euskal Erría y que hoy vive de su trabajo en la feria de Tristán 
Narvaja. Con los $ 800 que obtiene todos los domingos se mantienen ella y sus dos hijas, que son estudiantes. 
Tengo algunos teléfonos de contactos para acercarles. Esta es una nota impactante dentro de toda esta 
problemática que sabemos que van a enfrentar con valentía, asumiendo una tarea que es muy grande y que 
veníamos percibiendo desde hace tiempo como Intendentes. 


Estamos dispuestos a ayudar en todo lo que consideren necesario. Ese es el espíritu de todos los miembros de 
esta Comisión. Esperamos, como decía el señor Diputado Uberfil Hernández -que me gusta mucho como 
habla, porque lo hace con el corazón-, que dejemos de lado todos los tintes políticos y los números para 
trabajar como orientales por el bien de nuestra gente, en una problemática tan difícil como es la de la 
vivienda. 


Hay otras situaciones que podría acercarles, pero nos gustaría contar con una persona de contacto en el 
Ministerio a la que los legisladores pudiéramos hacerle llegar pequeñas inquietudes para que, en definitiva, 
los ciudadanos empiecen a creer un poco más en el sistema político. 


No era nuestra intención que hoy contestaran estas inquietudes, pero si lo entienden conveniente, les cedemos 
el uso de la palabra. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Ya que el equipo está presente, diría que se hicieran algunas precisiones sobre las inquietudes 
planteadas. 


SEÑOR VILLAMARZO.- Saludamos a los integrantes de la Comisión. 


Me voy a referir a algún aspecto puntual de los planteados; las cuestiones generales las tomará el señor 
Ministro. 


En el caso de Río Negro, cuando entramos encontramos un equipo del Programa Nacional de Gestión 
Costera trabajando, como parte de un convenio con la Intendencia de ese departamento, en algunas 
orientaciones para un posible plan de ordenamiento para la microregión de Fray Bentos. En conversaciones 
con el actual Intendente, el arquitecto Centurión, vimos la posibilidad de extender los alcances de ese 
convenio a un estudio un poco más profundo, e incluyendo la problemática medioambiental con el 
Ministerio. Por ahora procedimos sin modificar el texto del convenio; simplemente, por la vía de los hechos, 
quedamos a la espera de las elecciones municipales, a fin de poder conversar con el Intendente electo. 


Hemos reforzado el equipo de trabajo. Ya ha estado varias veces en Fray Bentos. Además, una de las 
condiciones del convenio era que la Intendencia Municipal de Río Negro tenía que montar una oficina de 
gestión del ordenamiento, extremo que ya se cumplió y que implica una transferencia del Ministerio a la 
Intendencia, lo que ya está en curso. 


El Intendente designó una responsable para esa oficina que está trabajando con nuestro equipo junto con 
otros técnicos municipales, a "marcha camión", con mucha urgencia, porque como bien decía el señor 
Diputado, está avanzando la realidad de las empresas que se han instalado en el departamento, en las 
proximidades de la ciudad de Fray Bentos. Esto no solo va a impactar en Río Negro sino también en zonas 
del departamento de Soriano y en particular en Mercedes. Entonces, encaramos el estudio desde la 
perspectiva de la problemática de Río Negro, pero teniendo en cuenta los treinta kilómetros de distancia que 
separan Fray Bentos de Mercedes. 


Hay otro tema que no tiene la misma urgencia, pero que sí es a corto plazo: el estudio de la problemática 
agropecuaria del departamento. Coincidimos y lo hemos empezado a conversar con la Dirección Forestal del 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca sobre el destino de las tierras productivas, con la presencia de 
las nuevas plantas procesadoras de madera para la producción de celulosa. Eso puede tener un fuerte impacto 


en la realidad del departamento y por eso estamos trabajando para ver la formulación de instrumentos que 
permitan un desarrollo equilibrado, sin alterar la tradicional cultura agropecuaria de ese departamento y de 
sus vecinos. En eso estamos trabajando junto con la DINAMA y con el Ministerio de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. Como decía el señor Ministro, una de las preocupaciones es el establecimiento de directrices 
nacionales para el desarrollo sostenible. 


En ese sentido, uno de los campos de experimentación será la zona de Río Negro por los nuevos 
emprendimientos que allí se van a instalar. 


Con respecto a Artigas, encontramos cosas pendientes como convenios firmados sin concretar. Vamos a 
trabajar directamente con la Intendencia y muy próximos al Congreso de Intendentes. Nuestra 
responsabilidad en la función es la de coordinar y trabajar muy directamente con los departamentos y los 
Gobiernos departamentales. Con el señor Ministro estamos concurriendo a la Comisión de Descentralización 
en la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, ayudando en el trabajo y coordinando con DIPRODE y con la 
Unidad de Desarrollo Municipal porque creemos que nuestro rol fundamental es con los municipios que 
tienen la competencia de la regulación del uso del territorio en nuestro país. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer un aporte teniendo en cuenta que el próximo Intendente 
asumirá el 8 de julio. 


Hace cuatro años y medio que estamos intentando vender los terrenos de AFE que están en plena ciudad y la 
cortan al medio. Hace cuatro años, hicimos una propuesta concreta, primero a AFE y luego al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, sin tener éxito; cosas de la famosa burocracia que veremos si las podemos sacar. 


Eso se debió -reitero- a la famosa burocracia; vamos a ver si podemos sacar adelante ahora este 
emprendimiento. 


Nuestra propuesta -de acuerdo con nuestra proyección- era vender ciento veinte terrenos situados en pleno 
centro de la ciudad y con ese dinero comprar una cartera de tierras para luego, con el convenio firmado con la 
Dirección Nacional de Ordenamiento Territorial, ver hacia dónde debe ir la ciudad. Deberíamos trabajar en 
conjunto para guiar a la ciudad. 


Una de las cosas más insólitas -hecho que el señor Ministro seguramente ha percibido- es que mientras se 
invierten millones de dólares -como se hizo en Artigas- para erradicar los asentamientos irregulares, cuando 
se termina de erradicar uno, ya nacieron tres. Eso encarece los servicios; la energía eléctrica, el agua, el 
cableado, etcétera. 


Nuestra preocupación radica en saber si entre los Ministerios se pueden coordinar acciones para vender esos 
terrenos a fin de comprar una cartera de tierras. A través de un acuerdo entre la Intendencia y la Dirección 
que preside se podría guiar la ciudad hacia donde haya lotes con servicios. Es una contradicción gastar 
millones de dólares, si con solo US$ 200.000 o US$ 300.000 podrían comprarse terrenos adecuados para 
radicar a las familias de Artigas, generalmente numerosas. 


Lamentablemente, siempre estamos detrás en estos problemas; ahora se formó otro asentamiento en Cerro 
Ejido, que es el lugar más duro del departamento. Podemos optar por hacer su regularización o por comprar 
tierras a través del sistema y reasentarlos en un lugar adecuado. Son experiencias que queremos aportar. 


También estamos a las órdenes para conversar personalmente sobre los temas puntuales de Artigas, porque 
me parece que debemos colaborar todos para que los dineros se gasten bien. Reitero: no se encontró una 
solución por falta de iniciativa nuestra sino por problemas en el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y en el Gobierno; nunca se llegó a un acuerdo para vender esos terrenos. 


SEÑOR VILLAMARZO.- Probablemente, sea aconsejable una reunión especial con la Comisión para 
conversar de la temática de los asentamientos y las acciones que esperamos poder emprender en el 
Ministerio en conjunto con las tres Direcciones, y en particular con la DINAVL. 


En 1972, siendo estudiante, viajé a la zona del Pacífico con un grupo grande de compañeros y en Lima 
tuvimos oportunidad de conversar con autoridades de Gobierno, quienes estaban empezando a instrumentar 


el primer programa de regularización de asentamientos. En ese momento, vivía en las barriadas jóvenes -así 
se le llamaba en Lima a los asentamientos irregulares- el 10% de la población, con situaciones de precariedad 
urbana y jurídica. Prácticamente sin interrupciones desde esa época hasta hoy, siguen haciendo programas de 
regularización de asentamientos con aportes del BID, del Banco Mundial y con esfuerzos propios del 
Gobierno peruano. A la fecha, en Lima, el 40% de la población vive en asentamientos irregulares. 


Por tanto, debemos concluir en que la regularización de los asentamientos no es la solución y que la 
problemática es multicausal. Hay que tratar de diagnosticar bien los problemas y atacar en todos los frentes y 
no solamente como se ha intentado, regularizando asentamientos. El tema principal pasa por otro lado. 


SEÑORA TORRES.- El hecho de poder trabajar coordinadamente con la Dirección Nacional de 
Ordenamiento Territorial y con la de Medio Ambiente para nosotros es estratégico y fundamental para 
evitar problemas ambientales en el futuro. En la medida en que podamos trabajar juntos, en que 
podamos ver dónde estarán las zonas industriales en los diferentes departamentos para poder 
planificar los vertederos, etcétera, y en dónde se van a desarrollar las ciudades, podríamos evitar 
muchos de los problemas que hoy debemos atender, como los casos de industrias que afectan a 
poblaciones muy cercanas. Hablo de los barrios que se construyeron alrededor de una industria que 
necesariamente produce polvo. Son diferentes realidades y urgencias que hoy estamos tratando de 
gestionar. El hecho de reordenar el territorio será importante para mejorar la gestión ambiental. 


En cuanto a las inquietudes de los señores Diputados, voy a referirme al Fondo para el Medio Ambiente 
Mundial. Hemos presentado proyectos y tenemos la posibilidad de obtener fondos para apoyar proyectos que 
serán ejecutados desde el Gobierno. También hemos negociado con el Fondo la oportunidad de tener recursos 
gestionados por organizaciones de la sociedad civil. Puede tratarse de organizaciones no gubernamentales 
ambientalistas y de organizaciones no gubernamentales vinculadas a problemas sociales, a realidades de 
barrios, comedores, merenderos, etcétera. Esa será una oportunidad para mejorar la calidad ambiental de 
determinadas situaciones de pobreza y de poblaciones que muchas veces no tienen posibilidades de acceso a 
fondos para gestionar las soluciones a sus problemas. 


Por otra parte, quiero hablar de la COTAMA. Se trata de un espacio de encuentro interinstitucional entre las 
diferentes organizaciones del Estado con la sociedad civil. Es un espacio que queremos potenciar. Quisiera 
invitar a los señores Diputados integrantes de la Comisión a participar de este emprendimiento. La agenda de 
temas ambientales seguramente tendrá mucho que ver con la agenda de los señores Diputados. Será una 
oportunidad para recoger inquietudes de la sociedad civil; también participan empresarios, organizaciones de 
productores, etcétera. De esta manera, se podrían atender particularmente las temáticas ambientales. 


Por último, quiero recordar al futuro Intendente de Río Negro que hay un convenio firmado y que la 
DINAMA estaría dispuesta a apoyar el establecimiento de un laboratorio de control en la zona. Con esto 
apostamos al monitoreo ambiental participativo para que haya cierta descentralización y para que se puedan 
ejecutar algunas tareas bien cercanas de los lugares donde pueden estar los problemas. 


También pretendemos poner esa información disponible en línea para que en el futuro los Intendentes puedan 
saber qué datos hay de las emisiones de efluentes, de gases, etcétera, de determinada empresa. Vamos a abrir 
la posibilidad de que jerarcas municipales tengan una clave para ver la información de las empresas que 
actualmente nosotros recopilamos y guardamos. Eso facilitará la toma de decisiones y el conocimiento de la 
situación a nivel local. 


SEÑOR LAFLUF.- Yo participé del momento en que se firmó el convenio para establecer el 
laboratorio y pensaba preguntar en qué etapa estaba ese trámite. Hasta por salud mental vendría bien 
instalar lo antes posible ese laboratorio. Eso daría más tranquilidad espiritual a la zona. 


SEÑORA TORRES.- Tengo identificada una serie de instrumentos. Se me informó que ya estaba 
acondicionado el local y se haría el traslado correspondiente. 


Voy a hacer un anuncio que quizá sea de interés para varios departamentos. Queremos trabajar fortaleciendo 
la capacidad de gestión ambiental de los Municipios. Durante fin de junio y de julio vamos a preparar a los 


jerarcas municipales en temáticas ambientales. Vamos a hacer un curso en conjunto para capacitarlos y para 
que puedan desempeñarse bien en el manejo del laboratorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Deseo a la señora Directora largos años de gestión, porque durante mi labor 
como Intendente vi cuatro o cinco cambios en la Dirección Nacional de Medio Ambiente, hecho que nos 
perjudicó. 


Luego -cuando la señora Torres lo crea conveniente- quisiera comentar una experiencia que hicimos en 
Artigas sobre el tema de la recolección de residuos en la calle, que prohibimos. A la hora 6 y 30 un camión 
levanta a todas las personas que hacen reciclaje, se las lleva al vertedero y están de regreso a las 13 y 30 con 
todo lo que pudieron recoger. Lógicamente, eso se hace con los más chicos, pero es una experiencia que 
resultó ser muy interesante, y está a disposición para ser contada cuando gusten. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Quisiera manifestar algunos datos respecto a la inversión. El señor Ministro 
mencionó en su intervención que el tope de inversión presupuestal para este año fue fijado en 
$ 1.110:000.000, de los que $ 1.065:000.000 corresponden al Fondo Nacional de Vivienda, de acuerdo 
con la distribución que se hizo en el propio Ministerio. 


Si logramos ejecutar $ 1.110:000.000 o $ 1.065:000.000 estaremos 20% por encima de la cifra ejecutada en 
los años anteriores, particularmente en 2004. Si a esta cifra la comparamos con la teórica recaudación del 
Fondo Nacional de Vivienda, seguramente se podrán sacar porcentajes aun mayores de 40%. Es difícil 
reconstruir cuánto recauda el Fondo Nacional de Vivienda. Sin duda, esta discusión es muy vieja, y en el 
Ministerio no hay ninguna oficina, profesional o sistema de computación encargado de registrar los ingresos. 
Se registran los egresos por los sistemas generales que tiene el Estado, pero no hay nadie preocupado por 
saber cuáles son las recaudaciones del Fondo Nacional de Vivienda. 


Estas recaudaciones se reciben a través de distintas vías, y se toma como dato revelado que los dineros son 
esos. Acá quiero hacer otra aclaración importante: los dineros de los jubilados están pero, de alguna manera, 
el conjunto de limitantes presupuestales, los topes de inversión, los créditos aprobados por el Parlamento, no 
permiten ejecutar esos dineros. No es el caso de los $ 2.000:000.000 del Estado; esto se lo preguntamos al 
señor Ministro de Economía y Finanzas, quien miró un cajón y nos dijo: "Esos $ 2.000:000.000 no están". En 
el caso de los jubilados sí existen porque están depositados en el Banco de la República, hay una Letra de 
Tesorería -que es buena parte de esos ingresos-, que en principio es dinero convertible pero prácticamente 
imposible de gastar. Por otro lado, son de tal volumen que en este momento, teóricamente, cubrirían la 
demanda de los jubilados con respecto a las viviendas. 


Esto es parte de los desafíos que tiene el Plan Nacional de Vivienda por resolver. 


Con respecto a Cerro Pintado, efectivamente, nos encontramos con un comodato y con denuncias de que el 
vehículo circula con matrícula oficial. Hemos hablado con el profesor Pintos y le hemos dicho de reproducir 
el trámite nuevamente aunque esté realizando una actividad, porque no podemos tener un vehículo con 
matrícula oficial de Canelones que circule en el departamento de Artigas. Esto nos parecía una situación 
irregular, generada hace muchísimos años, más allá de la situación dispar del vehículo, por lo que es hoy y lo 
que fue en su momento. Tenemos un vehículo que figura con matrícula oficial en los registros del Estado, 
pero que en estos momentos no está en manos de ningún Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que tendría que hacer nuevamente la gestión. 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Por eso hemos solicitado que realizara nuevamente las gestiones; la respuesta 
del Ministerio será la de hacer el cambio de matrícula, es decir, empadronarlo como vehículo... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Discúlpeme. No quiero entrar en detalles, pero doy fe de que el uso del 
vehículo es muy bueno para la sociedad. 


Todos sabemos que las ONG tienen la particularidad de pelearse; allá hay discrepancias entre una y otra, pero 
puedo asegurar que la función que están haciendo con los jóvenes es muy buena. Por lo tanto, si hay solución 
sería algo bárbaro. 


Por otro lado, ¿el Director Apezteguía manifestó que los recursos del Fondo Nacional de Vivienda no van 
directamente al Ministerio? 


SEÑOR APEZTEGUÍA.- Los recursos que van directamente al Ministerio -de los que el Ministerio es 
el titular- son los que se recaudan desde los pasivos del Banco de Previsión Social. Esos son retenidos a 
través del Impuesto a las Retribuciones Personales de los pasivos, y vertidos en cuentas del Banco de la 
República a nombre del Ministerio. De esto sí tiene relativo manejo el Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, obviamente, condicionado por los créditos y topes 
presupuestales. 


Con respecto al resto del Fondo Nacional de Vivienda, en su mayor parte va por la Tesorería, y también hay 
recaudaciones de las Intendencias Municipales y de las Juntas Departamentales que va directamente al Banco 
Hipotecario. Es decir, quienes no pagan al Banco de Previsión Social y los organismos del Estado -porque la 
Tesorería no tiene oportunidad de retener- pagan directamente en el Banco Hipotecario, pero es una cifra muy 
menor con respecto a la recaudación general del Fondo. 


Con respecto al PIAI puedo decir que este Programa tiene como fecha de finalización el 30 de junio de 2005, 
que de acuerdo con el texto del contrato es posible seguir ejecutando un año más. Este préstamo ya fue 
prorrogado y tiene una posibilidad de prórroga por un año más, es decir, hasta 30 de junio de 2006, y puede 
continuar las obras hasta el 30 de junio de 2007. 


Nosotros pensamos que esta prórroga va a ser concedida, pero tiene muy fuertes condicionamientos en su 
consideración por el BID, pues argumenta que ellos hicieron un contrato en 1999 por US$ 101:000.000, que 
el Gobierno Nacional devuelve parte de él -creo que era US$ 20:000.000, que eran directamente de la parte 
del BID-, y que ha ejecutado menos de un tercio de lo comprometido, luego de haber pasado todos los plazos. 
Y como resultado tenemos que de 84 obras apenas se terminaron nueve. 


Esto preocupa gravemente al BID, y lo señaló en las primeras reuniones que tuvo con el Gobierno electo, 
como un ejemplo de situación intolerable para ese organismo, con un Programa que tenía espantosas 
calificaciones. Aquí también hay una decisión del Gobierno en el sentido de ver si es posible dar vuelta la 
pisada a ese Programa para que comience a funcionar, o directamente eliminarlo, porque eso modifica y 
afecta las líneas de financiamiento generales del BID. Un Programa mal calificado afecta la línea general de 
financiamiento, y a veces vale más la pena cesarlo; aunque esa no sea la voluntad de esta Administración, hay 
que saber que está en la mesa del BID la consideración de este asunto. 


SEÑOR ALTAMIRANO.- Me gustaría comenzar por una de las preguntas, concretamente, por cómo 
podemos ayudar. 


El señor Ministro ya ha manifestado que estamos viviendo una situación de crisis habitacional aguda, muy 
importante, y que han colapsado muchos de los Programas que tenemos. Es algo sintomático. Nosotros 
estamos recibiendo -es algo que nos asombra- no solo demanda de gente que necesita una vivienda, sino 
también de quienes ya la tienen y se la hemos dado, de gente intrusa en las viviendas y de personas que serán 
lanzadas de las viviendas. Tenemos serios problemas con la provisión del Estado de los últimos 40 años. 


Por lo tanto, hay muchos temas que pueden ayudar a poner en la agenda política y en la agenda social 
muchos de los problemas que tenemos, que son de concepción, de diseño de políticas, y no solo son producto 
de la crisis del 2002. Reitero que han colapsado muchos de los Programas que el Ministerio tiene, y que casi 
estamos obligando a la gente a ser cooperativistas, porque es la única línea que constantemente, en un goteo, 
permite atender la oferta y la demanda real de las personas. 


Si el Programa sobre núcleos básicos evolutivos no evoluciona, no se atiende la demanda de la gente. 
Entonces, no satisfacemos la demanda de soluciones al problema. Muchas veces hemos entrado a la 
resolución del problema habitacional a través de la oferta. En general, hemos construido viviendas pensando 
que de ese modo podíamos solucionar el problema. 


Todo esto no es solo producto de las crisis en las que se separa esa demanda, en las que caen los ingresos y la 
gente no puede acceder a las viviendas; por el contrario, tiene que irse de estas, no puede alquilar, etcétera, 


también es producto de las deudas familiares, porque para ser sujetos de crédito en el Banco Hipotecario del 
Uruguay no hay que estar en el "clearing", tener el 30% de los ingresos libres, etcétera. 


Digamos que se da una cosa muy perversa que hace que, si bien hay demanda, no haya forma de poder 
contemplarla. 


La situación es grave, y subyacente a todo esto hay un tema de concepción, que es profundo y de larga data. 
Pienso que hacer viviendas no resuelve el problema sino que es parte de este 


Tenemos un grave problema con lo ya producido, con lo que ha hecho el Estado. En la agenda política están, 
por ejemplo, los asentamientos, pero parece que en la agenda política de vivienda no figura el barrio 40 
Semanas o las producciones del Estado que están precarizadas, puesto que las vemos como un problema 
policial. Pero se trata de zonas precarizadas del territorio, de precarizaciones de las cuales es responsable el 
Estado por sus políticas. 


Por lo tanto, la profundidad y el entorno de la problemática es muy grave. A esto se suma que obviamente 
está comprometido el presupuesto de 2005, pero también está fuertemente comprometido el de 2006 y el de 
2007, si los comparamos con el de 2005. Evidentemente no se podrá hacer magia. El promedio de duración 
de una obra es de veinticuatro meses. Así que nosotros tenemos un compromiso hacia delante muy 
importante, también por el retraso que se generó a partir de 2002. Estamos poniendo en juego licitaciones de 
los años 1996 y 1997 y ampliando contratos, ya que el Ministerio no ha hecho licitaciones. Nosotros nos 
vemos en la disyuntiva; no podemos parar lo poco que está produciendo el Ministerio. 


En el día de mañana el Ministro va a inaugurar viviendas, y aclaro que no estamos convencidos de lo que se 
está dando a la gente. Téngase en cuenta la contradicción; estamos dando los núcleos básicos evolutivos y no 
tenemos posibilidades de asegurar a la gente que eso crecerá, que será una alternativa real. Se trata de 
personas que no están involucradas con ese proceso; es un producto en el cual a la gente simplemente se le 
entrega una llave, etcétera. Hay una cantidad de elementos de este tipo que son básicos para replantearnos el 
diseño de las políticas. 


En cuanto a las preguntas formuladas, creo que esto implica la realización de nuevas reuniones en las que 
discutamos cómo serían esas nuevas políticas y qué implica entrar no por la oferta sino producir vivienda a 
través de satisfacer realmente la demanda. 


Todo esto implica cambios muy importantes a la interna del Ministerio y, fundamentalmente, en los actores. 
Los más importantes, nuestros interlocutores cotidianos, son la Cámara de la Construcción y FUCVAM, muy 
relacionados con la producción y la oferta de la vivienda pero poco vinculados con las demandas de la gente. 


Tenemos otro grave problema. Parecería que el censo de población va a ser trasladado para el 2010 -ojalá que 
no sea así-, entonces, para calificar, monitorear y seguir la demanda no contamos con los elementos 
necesarios. Podemos plantearnos algunos escenarios pero no la realidad. El último censo es del año 1996 y 
realmente no sabemos cuántas familias viven en asentamientos. El concepto de vivienda que se manejó en el 
último censo es el de que la vivienda de alguien es el lugar donde haya dormido la última noche. Podría 
tratarse de una carpa, de un ómnibus, de un trailer o de cualquier elemento. No se relaciona a esa familia con 
una vivienda, con un rancho, o con lo que fuere. Por lo tanto, el concepto de vivienda no es el que 
necesitamos para ajustar. 


Dentro del rango vivienda que tiene ese censo figura todo, inclusive los asentamientos. Es muy importante 
incluir muchos de estos temas en la agenda social y política. Esto es parte del Plan Quinquenal y de una 
visión del Estado en cuanto a la construcción de políticas que van mucho más allá de los cinco años de 
Gobierno. 


Si tenemos comprometidos por lo menos los dos primeros años de un Plan Quinquenal, muchos de los 
diseños que habría que empezar a relacionar para cambiar los programas que han colapsado, implican mirar 
más allá del período. 


Quiero decir que los núcleos básicos evolutivos se han generado básicamente por dos programas. Uno de 
ellos es el Registro de Proveedores. Esto es: empresas que construyen a través de un procedimiento que, en 


general, no es el de la tradicional licitación del contrato de construcción, en el que el Ministerio era el 
propietario de la tierra y lo que se construía siempre era del dueño y, en última instancia, volvía a la Cartera. 


En el caso de los núcleos básicos evolutivos hay un período de cinco años en el que la gente paga 2 UR, y 
parte del problema es que 1 UR se destina a la ONG y otra a un fondo de mejoras del propio conjunto 
habitacional. Muchas veces, la gente no puede pagar y se produce un complejo problema porque no se le 
paga a la ONG, que es la cobradora. El diseño del sistema es perverso también en esto, ya que obliga a la 
ONG a cobrar para dar la prestación del servicio. 


Además, el Registro de Proveedores hace un compromiso de compraventa entre el usuario de la vivienda y la 
empresa constructora, que en ese período de cinco años sigue siendo la dueña de la tierra y de las viviendas. 
Cuando la persona no paga, mejora su situación o se retira, la vivienda vuelve a la empresa, no al Estado, con 
el subsidio, etcétera. Uno piensa que es todo virtuoso. Nosotros tenemos viviendas vacías que no podemos 
dar porque la empresa no las quiere de nuevo, dado que aumentaría el impuesto al patrimonio, tendría que 
volver a venderla, pagar nuevamente las tasas, etcétera. Hay muchos casos así. Estamos tratando de dar un 
comodato, de poner gente de todas formas, porque el Ministerio paga millones de pesos por el servicio 222. 


Este sistema también colapsa porque en esos núcleos básicos se pone población que muchas veces no tiene 
ingresos y se le pide que pague 2 UR por mes. Entonces, la gente tiene que elegir entre subsistir o pagar. Esto 
ha generado juicios, pero nosotros paramos esa situación. Había un procedimiento por el cual las familias 
tenían que buscar la forma de pago con la ONG; si no había acuerdo, el caso pasaba al Ministerio, este 
trataba de auditar y si tampoco había acuerdo, empezaba el proceso de lanzamiento. Nosotros paramos ese 
proceso porque nos parece perverso, ante la crisis que se vive y porque estamos dentro de un Plan de 
Emergencia. De alguna manera, el Gobierno está desarrollando una tarea -en Montevideo ya empezó- 
relacionada con la situación de calle, entonces, no podemos estar sacando a la calle a la gente que no tiene 
condiciones de pagar. Es obvio que no vamos a amparar al que tiene posibilidad de pagar; hay situaciones así 
y en ese caso seguimos con el lanzamiento. Estamos hablando de la población que realmente no puede pagar. 
El programa estaba equivocado al establecer que pagaran 2 UR cuando se trataba de población sin ingresos. 
Con este sistema, estamos tratando de cerrar la situación para atrás y procesar otro mecanismo para evitar que 
la ONG sea cobradora y prestadora de servicio, buscando la forma de que sea el propio Ministerio el que 
pague a la ONG por un contrato independiente de la población que vive en las casas. Así, la ONG tendrá la 
libertad de tener una prestación diferente y no con una relación de pagador-cobrador. Esto implica cerrar el 
programa de otra manera. 


Otra pregunta vinculada en parte a estos colapsos es por qué quienes han terminado de pagar todavía no 
tienen los títulos. Lo que pasa es que para cerrar la situación del pago total hay que auditar a la ONG, y esto 
tiene un atraso de tres o cuatro años. Nunca se auditó si la ONG cobró o no, o si se quedó con el FOROME - 
el Fondo de Mejoras-, y por esa razón no se puede dar el título a la persona que pagó y es buena pagadora. 
Insisto: antes debe cerrarse cada una de estas situaciones. El tema de los núcleos básicos evolutivos es 
complejo, lo vamos a cerrar hacia atrás y vamos a procesar otro mecanismo que corrija esta situación. 


SEÑOR PÉREZ (don Darío).- Hasta el 1” de marzo ¿qué costo tenía un núcleo básico evolutivo? 


SEÑOR ALTAMIRANO.- El Ministerio en esto tuvo tres grandes etapas. En la primera, en tanto 
estaba construyendo, otorgó subsidios para la compra. En la segunda, que fue larga, tuvimos el 
desarrollo de licitaciones, sobre todo de núcleos básicos evolutivos, en las cuales el precio fue subiendo. 
La tercera etapa son estos registros de proveedores, llave en mano, los grupos SIAV, etcétera, buscando 
alternativas para dar a la familia que tenía la posibilidad de acceder al subsidio máximo, 1.150 UR, 
que hoy son US$ 11.150, que es el costo de un núcleo básico evolutivo. De alguna manera, se lo techó, y 
las empresas toman ese dinero y construyen 30 metros cuadrados por ese valor. Algunas construyen un 
poco más. De esta forma, la familia iba a la empresa y por ese precio obtenía una vivienda. Entonces, la 
respuesta es que este es el costo de núcleo básico evolutivo, aunque pienso que hoy por ese dinero puede 
hacerse más. Si yo dijera que cuestan más, no sería una información estadística, porque, además, la 
urbanización y la tierra tienen mucha incidencia. 


En cuanto a las viviendas vacías, de cierta manera, hay un mito en el sentido de que son miles y miles. En 
realidad, no resuelven el problema habitacional que tenemos, y están vacías por múltiples causas. En aquellas 
identificadas con el Banco Hipotecario, hay un proceso de convenio. Tenemos una lista de familias que están 


en el registro SIAV de cada departamento, y a su vez, una lista de viviendas vacías de banco correspondiente 
a la franja en la que tenemos demanda, y estamos tratando de asignarlas. El proceso está avanzado en Cerro 
Largo, Soriano y Tacuarembó. Por otro lado, se superpone la posibilidad que piensa dar el Banco Hipotecario 
de alquilar algunas de las viviendas. De todas maneras, hay que identificar las viviendas vacías pero también 
hay que tener demanda, porque en algunos casos, hay viviendas pero no sujetos de crédito, porque la gente 
que las quiere no puede acceder a ellas por su valor. Para el banco, esas viviendas son parte de su activo y 
tienen un valor de construcción, más allá del valor de tasación, por lo cual la cuota se fija en función del 
primero. Entonces, por un lado, existe la demanda insatisfecha, y por otro, viviendas vacías a las que esta 
demanda no puede acceder. Son parte de esas aproximadamente 1.500 viviendas de la cartera social que el 
banco va a alquilar en una especie de "leasing", a quienes tendrían la posibilidad de ser luego promitentes 
compradores. 


Hay un tema muy importante que es el del relacionamiento con las Intendencias. El señor Ministro hacía 
referencia a la necesidad de recuperar lo que se eliminó de la ley, el artículo 121, que implicaba que el 50% 
de la demanda departamental iba a ir contra el Fondo Nacional de Vivienda a través de programas de las 
Intendencias. De alguna forma, gestionaban directamente el Fondo a través de programas convenidos con el 
Ministerio. 


Hoy la relación es sumamente dispar. Como producto de convenios, algunos ponen tierra y maquinarias o 
saneamiento, y el Ministerio da canastas, de una forma totalmente variopinta y con criterios disímiles, y es 
difícil determinar cuánto pone cada uno. Se trata de grupos de ingresos bajos en general. 


En los sectores de entre 30 UR y 60 UR lo único que tenemos en juego son las cooperativas; no hay 
programas. Colapsó uno que teníamos, las expresiones de interés han caído, y tenemos cientos de juicios 
planteados, sobre todo en el interior. Es otra parte del tendal, un problema que hemos heredado y que todavía 
no se ha resuelto. El banco ha comunicado que no tiene crédito para ese programa y por lo tanto cayó, porque 
no puede hacerse sólo con subsidios. Precisa créditos, que no hay, y a esas personas se les congelaron los 
ahorros, porque el ahorro familiar era parte del programa junto con el subsidio y un crédito del Banco 
Hipotecario. Esa gente está esperando desde 1998, tiene alquileres, etcétera. La demanda es muy fuerte, sobre 
todo en San José, y hay que decidir qué se hace con esas familias. 


La situación es muy compleja, va a dar mucho que hablar, y seguramente a partir del 30 de mayo vamos a 
empezar la discusión con el grupo asesor de la DINAVI en referencia a la construcción del Plan Quinquenal. 
Seguramente, varios de estos temas empezarán a materializarse en programas, objetivos y lineamientos para 
presentarles a ustedes el próximo Plan Quinquenal en julio o agosto. El señor Ministro decía que los vamos a 
invitar a participar de ese proceso. Por supuesto, muchos de los temas no se terminan acá y estamos a las 
órdenes para responder sus inquietudes. 


SEÑOR PÉREZ (don Darío).- En mi opinión personal, el Banco Hipotecario del Uruguay debería estar 
enteramente bajo el lineamiento político del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y no del Ministerio de Economía y Finanzas. Si no se hace este cambio, es una batalla que 
pienso dar en el ámbito que corresponda. 


Con respecto al Banco Hipotecario, quiero hacer algunas puntualizaciones. A una persona que, de pronto, ha 
perdido el trabajo y tiene dificultades, una carta al Directorio le cuesta 3 UR. Aspiro a que esa medida 
desaparezca. Una carta de solicitud de venta cuesta 10 Unidades Reajustables, y aspiro a que esas personas 
que tienen dificultades no tengan que pagar. Estas son las cosas de las que nos vamos enterando; es como 
cuando se muere el viejo, se destapa el catre y se mira lo que había debajo; es así. 


En cuanto a la retasación y a la baja de precios, debo decir lo siguiente. En Maldonado, concretamente, el 
20% de la gente vive en asentamientos; además, hay 3.000 personas anotadas en la Intendencia que no 
pertenecen a los asentamientos y 1.800 en el SIAV. También hay muchas personas que ni siquiera se anotan. 
Por lo tanto, la situación en mi departamento es cruel, y no hay otra forma de decirlo. Por ejemplo, enfrente 
al lugar en donde vivo hay treinta apartamentos vacíos -que se están desarmando y tienen los vidrios rotos 
porque ya ni cuentan con el servicio 222-, y eso es como comer caramelos delante de un niño. 


Entonces, por encima de lo estrictamente económico y de las cuentas del Banco Hipotecario, hay una 
situación humana, de emergencia, que debe ser tenida en cuenta. Sé que tanto el señor Ministro como su 


equipo son absolutamente sensibles a esta situación, pero si también nos necesitan para eso, no tengan la 
menor duda de que como soldados vamos a estar al lado de ustedes, porque no puedo creer que la economía y 
las cuentas de los bancos sean más importantes que la cantidad de gurises que veo por las calles de 
Maldonado. 


También quiero decir que en este aspecto ha habido responsabilidades y aspiro -sé que va a ser así- a que la 
auditoría que se va encarar llegue hasta el hueso, porque en algunas cosas no es necesario tener un revólver 
en la mano para que signifiquen un crimen, y yo quiero encontrar a los responsables. 


SEÑOR MINISTRO DE VIVIENDA, ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y MEDIO AMBIENTE.- 
Quiero agradecer la paciencia que han tenido y reiterar algo que sería innecesario: que aspiramos a 
contar con una forma de relacionamiento muy fluida que nos permita avanzar en conjunto hacia lo 
que más nos importa, es decir, dar una solución a la gente. De manera que, tanto para las nuevas 
instancias de definiciones presupuestales, como para las consultas que consideren oportuno, no tienen 
más que comunicarse con nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero hacer una última apreciación. 


Nosotros hemos estado tratando de evitar los lanzamientos y las ejecuciones en invierno; sabemos que hay 
antecedentes en ese sentido y que algunas personas tienen el desalojo para fines de mayo y principios de 
junio. No quisiéramos hacer algo en ese sentido sin que ustedes lo conozcan; estamos estudiando el tema para 
ver si logramos un aplazamiento de las ejecuciones y de los lanzamientos por noventa días. Nos estamos 
refiriendo a todo lo que tiene que ver con el Estado, ya que no queremos involucrarnos con la parte privada, 
que es más complicada; se me acota que existe un decreto en ese sentido. El problema es que los 
lanzamientos y las ejecuciones ya están definidos y se van a llevar a cabo. 


Quisiera informar que han llegado a mi despacho noticias de lanzamientos a llevarse a cabo a fin de este mes 
y principios de junio. Por supuesto, nosotros vamos a hacer algo en ese sentido y sobre ello vamos a 
conversar con los compañeros. Sabemos, según nos han informado, que el terreno a pisar es difícil y 
queremos dar tiempo a las autoridades del Ministerio, ya que son miles los problemas para solucionar. Estoy 
de acuerdo con el señor Altamirano en cuanto a que no solo se trata de construir, sino de solucionar esta 
problemática que se arrastra desde el pasado y que traba todo el sistema. 


En lo que corresponde a la parte legislativa, por supuesto, van a tener todo nuestro apoyo. Con gusto 
recibiremos todas las leyes o las iniciativas que ustedes envíen al Parlamento, las que serán estudiadas con 


seriedad y con la mayor celeridad posible. 


Agradecemos la presencia del señor Ministro y de los señores Directores. 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


